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COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS 
CONSTITUCIONALES 

 
DIPUTADOS INTEGRANTES: 

 
     BULMARO ANDRÉS PACHECO MORENO 
     FAUSTINO FÉLIX CHAVÉZ 
     ROBERTO RUIBAL ASTIAZARÁN 
     DAMIÁN ZEPEDA VIDALES 
     JESÚS ALBERTO LÓPEZ QUIROZ 
     DAVID CUAUHTÉMOC GALINDO DELGADO 
     OSCAR MANUEL MADERO VALENCIA 
     JOSÉ GUADALUPE CURIEL 
     CÉSAR AUGUSTO MARCOR RAMÍREZ 

 
HONORABLE ASAMBLEA: 
  

 A los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de esta 
Legislatura, por acuerdo de la Presidencia, nos fue turnado para estudio y dictamen, iniciativa 
presentada por los Grupos Parlamentarios del Partido Revolucionario Institucional, del Partido Nueva 
Alianza en Sonora y del Partido Verde Ecologista de México, con proyecto de Ley de Participación 
Ciudadana del Estado de Sonora, así como escrito presentado por el C. Guillermo Padrés Elías, 
Gobernador del Estado de Sonora, refrendado por el Secretario de Gobierno, mismo que contiene 
Iniciativa de Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Sonora. 

 
En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por los artículo 92, 94, fracciones I y IV, 97 y 

98 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora, presentamos para su discusión y 
aprobación, en su caso, el presente dictamen al tenor de la siguiente: 

 

PARTE EXPOSITIVA 
 
En Sesión Ordinaria de fecha 18 de agosto de 2010, los Grupos Parlamentarios del Partido 

Revolucionario Institucional, del Partido Nueva Alianza en Sonora y del Partido Verde Ecologista de 
México, presentaron la iniciativa referida en párrafos anteriores, misma que fundaron en los siguientes 
argumentos: 

 
Las sociedades latinoamericanas en conjunto han vivido -en las últimas décadas del siglo XX y 

los primeros años de este siglo- profundos y veloces cambios en las relaciones que existen entre 
sociedad, gobierno y territorio, generados esencialmente por la incidencia de cuatro importantes 
procesos. 

 
La globalización de la economía que ha dejado como resultado un proceso de 

desindustrialización y de expansión de las actividades del sector terciario, con un sector moderno 
relativamente pequeño dedicado a las finanzas, la informática y el comercio establecido, servicios 
profesionales y personales y un creciente peso de las actividades propias del comercio informal. La 
transformación del modelo del Estado de bienestar el cual implicó el traspaso de competencias pero 
no de recursos suficientes para cumplirlas a los gobiernos locales, además de transferir más 
responsabilidades a la sociedad. 

 
La revolución informacional que a través de las nuevas tecnologías de la información y la 

comunicación acortan las distancias y transmiten una cultura globalizada, por medio de un sistema de 
comunicación internacionalmente operado. 

 
La profundización de los procesos de democratización del sistema político que conlleva, entre 

otras cosas, la transformación de la forma de gobierno y a la expansión de la ciudadanía política y 
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social. Este último iniciado hace aproximadamente 30 años, que culminó con la transformación de la 
autoridad Estatal en sus dos dimensiones, de gobierno y de representación y el surgimiento de una 
estrategia de ciudadanía, introdujo la problemática de la participación ciudadana y la 
descentralización como ejes centrales del debate. Hoy día, se hace cada vez más patente que la 
democracia representativa del más puro sentido liberal, ha coadyuvado más a la concentración del 
poder que a un ejercicio ciudadano del mismo. 

 
No es gratuito que hoy la discusión política se centre en la crítica a la democracia 

representativa, pues aunque nos cueste trabajo reconocerlo es la “práctica democrática” la que ha 
permitido favorecer la concentración del poder, y por tanto, de marginar a la ciudadanía en el proceso 
de toma de decisiones que definen los rumbos de las naciones. 

 
Esta contradicción emerge como un fenómeno social en sociedades como las nuestras que se 

caracterizan por la debilidad del Estado de Derecho y por la ausencia de una institucionalidad que 
garantice los intereses de las mayorías en los procesos de toma de decisiones que afectan todos los 
ámbitos de la vida social. 

 
Uno de los principales rasgos que permiten identificar el carácter democrático de un régimen 

político, es precisamente las formas como los sistemas políticos se abren o se mantienen refractarios 
respecto a la participación política de las mayorías, lo cual hace necesario considerar el papel que 
juega la participación ciudadana en las sociedades que pretenden avanzar en la construcción 
democrática de sus sistemas políticos. 

 
Este creciente interés por la participación ciudadana se encontró con las teorías del “buen 

gobierno”, dando lugar al desarrollo del concepto de governance, es decir, gobernabilidad 
democrática. 

 
Hacia mediados de los años noventa cuando comenzaron a sentirse las consecuencias del 

modelo neoliberal: desocupación, pobreza, crisis financieras, surgimiento de movimientos sociales, se 
“redescubrió” la importancia de lo Estatal: tanto los discursos de los organismos internacionales como 
las teorías del buen gobierno o gobernanza sugerían una nueva forma de relación entre las 
autoridades estatales y los ciudadanos, basada en una cooperación mutua, esta idea se fortaleció por 
las nociones de rendición de cuentas y empoderamiento, que los promovían ante los ciudadanos para 
“controlar” el accionar de las autoridades estatales. 

 
En esta lógica El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) propone que los 

esfuerzos de gobernanza se centren en cuatro áreas: 
 
1. Extender las oportunidades de las personas para que participen en la toma de decisiones 

políticas. 
 
2. Hacer que las instituciones democráticas sean más responsables y sensibles a los 

ciudadanos. 
 
3. Promover los principios de gobernanza democrática.  
 
4. Apoyar las evaluaciones del país de su gobernanza democrática. 
 
Con el surgimiento de los discursos y las políticas que promovían la participación ciudadana así 

y la descentralización como parte esencial de la construcción de una estrategia de ciudadanía 
contemporánea, la participación ciudadana se pensaría como una forma de resolver la cuestión de 
ciudadanía de manera alternativa a los modelos “estatistas” y “neoliberales”. Participación y 
descentralización, en este sentido, comenzaron a ser pensados como parte de un mismo proceso. El 
complemento de la participación ciudadana está dado por la descentralización, para permitir el 
encuentro entre ciudadanos y autoridades estatales habrá que avanzar en una dirección 
descentralizadora, entendida como la transferencia de funciones de organismos centrales a entes 
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locales. 
 
Los discursos que promovían la “participación ciudadana” cobraron una fuerza excepcional 

desde el momento en que comenzó a plantearse una nueva forma de vinculación entre autoridades 
estatales y ciudadanos, basada en una lógica de cooperación mutua. La participación ciudadana fue 
vista como una forma de generar una “deliberación pública” con base en la aceptación del “pluralismo 
ideológico”. 

 
Diversos autores coinciden en que ambos conceptos no son exclusivos de ningún sector 

político o ideológico. Sin embargo, en general, el argumento central que presentan tanto políticos 
como académicos es que la nueva realidad construida a partir del proceso de participación ciudadana 
y descentralización permite que los ciudadanos puedan a la vez controlar y cooperar con las 
autoridades estatales. 

 
El fomento de la participación ciudadana y la descentralización tenderá a modificar el perfil de 

la relación sociedad civil-Estado; es la clave para transformar el espacio de lo estatal en un espacio 
público y contribuir a crear condiciones para consolidar una gobernabilidad, igualmente, la “gestión 
participativa” y la “cooperación público-privada” serán fundamentales para la gestión del desarrollo de 
la entidad. De esta manera, se establece una vinculación entre lo local y el desarrollo de la 
participación ciudadana, puesto que comenzará a desarrollarse la idea según la cual, “es en el ámbito 
local donde el ejercicio de la ciudadanía tiene mayores posibilidades de ser efectiva”. En México, los 
espacios institucionales de intervención han sido restringidos a unos instrumentos para la 
participación que se definen, por un lado, como expresión de voluntades, propuestas y demandas a 
través de: voto universal en el plebiscito, referéndum, consultas, audiencias públicas, giras de trabajo 
de autoridades y, por el otro, en la integración en organismos de representación de habitantes 
relacionados con los órganos político – administrativos o con los gobiernos locales. 

 
La Reforma Política del Estado ha sido uno de los instrumentos fundamentales para el avance 

democrático del país, con ella se ha venido proponiendo el establecimiento de las bases necesarias, 
tanto en el plano institucional como en el nivel de la cultura política, para garantizar la gobernabilidad 
democrática en México, De esta forma, ha implicado un replanteamiento de la relación entre el propio 
Estado y la sociedad. No sólo se trata de hacer más representativo y eficiente al sistema Estatal como 
estructura orgánico-funcional; sino también de propiciar una mayor participación ciudadana, a través 
de la ampliación de los canales institucionales previstos para tal efecto. 

 
La participación ciudadana puede entenderse como la presencia activa y determinante de los 

ciudadanos en la vida pública, que comprende a todas aquellas acciones voluntarias, a través de las 
cuales se da la intervención ciudadana en los asuntos de la comunidad. Es la creciente intervención 
de los individuos y de los distintos grupos, que conforman la sociedad civil en la promoción de 
diversos tipos de intereses y, en especial, a su voluntad y disposición para involucrarse en los 
asuntos públicos, sin que ello signifique necesariamente actuar a través de los partidos políticos ni 
participar en forma directa en la gestión pública. 

 
La participación ciudadana supone un conjunto de derechos de ciudadanía, que son la 

condición necesaria para que los individuos puedan participar en la vida pública en calidad de 
ciudadanos. En este sentido, son ciudadanos tanto los hombres como las mujeres, que han cumplido 
los requisitos de nacionalidad, edad y otros impuestos por la ley, que les permiten adquirir y ejercer 
derechos políticos, especialmente el derecho al sufragio, convirtiéndose en elementos activos de la 
vida política. 

 
En este nivel, la participación ciudadana es una forma de participación política, entendida, 

como el conjunto de actividades que involucran a los sujetos políticos en prácticas electorales, 
militancia en partidos, realización de manifestaciones públicas, discusión de sucesos políticos, 
demandas a líderes o gobernantes y difusión de información política, entre otras. 

 
Sin embargo, existen dos enormes dificultades para la participación de la sociedad en el ámbito 
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de la cooperación con los gobiernos: por un lado, la cultura política, que se caracteriza por la 
desconfianza de los actores sociales, generada por actitudes y prácticas autoritarias, poco 
transparentes y deslegitimadoras por parte de los gobiernos; y por otro, la negativa de transformación 
en el ejercicio y en la forma de pensar de los funcionarios de la administración pública para que éstos 
puedan asumir las iniciativas que genera la sociedad civil. 

 
La sociedad civil no aparece contrapuesta al Estado o con una naturaleza completamente 

diversa, sino que es vista como un espacio de organización, es decir, de institucionalización análoga 
al Estado. La sociedad civil comprende un amplio conjunto de organizaciones, formales e informales y 
pueden ser agrupadas de acuerdo con sus fines, que pueden ser sociales o culturales, así como 
orientados a la defensa de la ecología, los derechos humanos y de género, o bien de carácter cívico. 

 
Bajo este concepto, las organizaciones de la sociedad civil, pueden verse como 

complementarias a las instituciones del Estado, a los partidos políticos, a los sindicatos, a las 
empresas y a las asociaciones religiosas. En el marco de estas definiciones, podemos abordar con 
más precisión, el novedoso cuadro que se está dando en el país de una sociedad civil plural, 
demandante y participativa. 

 
Hoy en día, la sociedad mexicana en su conjunto, lo mismo que la sonorense, se distinguen por 

su composición diversa, donde sus integrantes tienen distintas percepciones del rumbo colectivo a 
seguir y donde se promueven una gama de intereses distintos. De aquí la necesidad de fortalecer el 
régimen de libertades que caracteriza a la convivencia democrática, en la que adquieren vigencia las 
libertades de pensamiento, expresión, organización y manifestación. 

 
La participación ciudadana se ha manifestado en los últimos años en forma multifacética y 

heterogénea, de acuerdo al tipo de intereses que se han buscado promover, volviéndose necesario 
reformular la relación fundamental y a la vez complementaria entre las instituciones públicas y la 
ciudadanía, con el propósito de hacerla más productiva tanto social como políticamente. 

 
Ante este panorama, se ha planteado la necesidad de encontrar respuestas institucionales que 

permitan garantizar y promover los intereses de la ciudadanía y de los distintos grupos sociales; 
desde una óptica incluyente, aún cuando éstos eventualmente puedan resultar contradictorios entre 
sí. Como premisa de este replanteamiento se tiene la certeza de que los problemas y las necesidades 
colectivos, sólo pueden ser resueltos conjuntando la acción Estatal con la participación ciudadana. 

 
En esta perspectiva, la agenda de la participación ciudadana incluye la revisión y adecuación 

de la relación entre Estado y sociedad a la nueva realidad social que vive el país, de tal forma que se 
generen más y mejores espacios de participación ciudadana. 

 
Este proceso atiende al hecho de que en México y en Sonora es cada vez mayor el número y 

variedad de las organizaciones civiles, las cuales han experimentado en los últimos años, un tránsito 
que las ha llevado a ser importantes instancias de interlocución con el Estado para incidir en la 
política y la gestión pública.  

 
En este marco, las organizaciones civiles mexicanas han prestado atención “a lo público desde 

lo privado, sin que éste se identifique con lo empresarial, sino más bien con la noción de ciudadanía y 
de participación cívica en las decisiones y en los asuntos públicos”. 

 
En este sentido la participación ciudadana en México fue concebida, dentro del Plan Nacional 

de Desarrollo 1995-2000, como parte sustantiva de nuestro desarrollo político, por contribuir a una 
mayor presencia de la sociedad mexicana en su pluralidad. 

 
De igual manera, el Plan Estatal de Desarrollo 2004-2009 establece “Una nueva forma de 

hacer política”, a partir de la promoción de una nueva cultura política basada en valores éticos y 
democráticos y el ejercicio de la democracia participativa e incluyente con la fuerza de la sociedad 
civil. 
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Sin embargo, a pesar del interés manifiesto del gobierno en la ampliación de la participación 

social y ciudadana, el Ejecutivo Federal y el legislativo así como el Congreso del estado no han 
elaborado iniciativas de ley al respecto. 

 
En abril de 1997 diputados del PRD, PAN y PT presentaron una iniciativa de Ley General de 

Agrupaciones y Organizaciones de la Sociedad Civil para el Desarrollo Social. Esta propuesta de ley 
establece como necesario “redefinir los papeles que han jugado los componentes del Estado”, a fin 
de que “el Gobierno se vincule con las organizaciones emanadas de la sociedad civil para que, 
guiados por los principios de respeto y corresponsabilidad, cooperen unidos para un mejor 
desarrollo”. 

 
Tal iniciativa de ley toma en consideración el referido criterio, contenido en el PND 1995-2000, 

acerca de la importancia de establecer un nuevo marco que regule las actividades de las 
organizaciones civiles. También se fundamenta en las propuestas provenientes de la consulta 
nacional que sobre la materia realizó la Comisión de Participación Ciudadana, de octubre de 1995 a 
julio de 1996. La iniciativa se orienta, a “reconocer plenamente a las organizaciones de la sociedad 
civil en sí, como en cuanto a la aportación que dan al Gobierno para prestar servicios a los sectores 
menos favorecidos”. 

 
La iniciativa plantea como su objeto: “establecer los mecanismos de coordinación, apoyo, y 

formas de financiamiento del Estado mexicano, para las personas físicas agrupadas y las 
organizaciones de la sociedad civil dedicadas al desarrollo social”. Tales agrupaciones u 
organizaciones “son aquellas instituciones que, sin afán de lucro y sin perseguir fines de propaganda 
o proselitismo político-partidistas ni religiosos, procuran el bienestar social de los sectores de la 
población que requieren un servicio encaminado al desarrollo social”. 

 
Estas instituciones podrán recibir financiamiento externo; informando de ello al gobierno de la 

República. Asimismo podrán gozar de exenciones fiscales y de subsidios, así como inscribirse en un 
registro público de agrupaciones y organizaciones, a cargo del Ejecutivo. Como parte de sus 
derechos, podrán conocer los proyectos o programas de su interés, dentro del Sistema Nacional de 
Planeación Democrática. 

 
También podrán participar en la celebración de convenios y en la ejecución de acciones de 

concertación en materia de desarrollo social con distintas dependencias y entidades públicas, así 
como ser respetadas en su autonomía interna y en sus formas de articulación con diversas 
instituciones públicas o privadas. 

 
Recientemente el Plan Estatal de Desarrollo 2009-2015 reconoce a los ciudadanos como el 

centro de toda acción; propone impulsar el desarrollo de las actividades de las organizaciones de la 
Sociedad Civil mediante el fomento de la participación ciudadana y de su legítima expresión de 
intereses y la promoción de la participación de las comunidades en el diseño, ejecución y evaluación 
de las políticas públicas. 

 
La participación ciudadana en México, ha evolucionado en las tres últimas décadas, pero no se 

puede asegurar que ha mejorado desde los fines del caudillismo y a lo largo del periodo del desarrollo 
estabilizador, ni en su calidad ni en su tamaño y, sobre todo, en su trascendencia. Esta debe derivar 
en resultados tangibles, hacia expresiones políticas de una democracia moderna, alejada de intentos 
de populismo y autoritarismo. 

 
En México, los diversos actores políticos se encuentran en un punto de reflexión previo a una 

decisión del mayor alcance: concretar una reforma política que entregue el poder político a las 
mayorías, sentando las bases de la participación ciudadana que incida directamente en la conducción 
del país, o enfrentarse peligrosamente a un futuro próximo donde las manifestaciones de 
inconformidad alcancen niveles que desborden la capacidad institucional de mantener el orden social. 
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Existe la percepción de que en México el involucramiento de la ciudadanía en la toma de 
decisiones políticas es casi nulo. Hay razones fundadas para tener esa impresión. La primera 
consiste en el marco jurídico que nos regula; ni la Constitución general de la República ni las leyes en 
la materia a nivel federal regulan específicamente la participación de la ciudadanía; tampoco 
sistematizan la toma de decisiones del conglomerado. 

 
Por lo anterior la ley de Participación Ciudadana en Sonora esta obligada a responder a la 

dinámica de las sociedades modernas, con todas sus virtudes y complejidades. Estamos frente a una 
sociedad cada vez más diferenciada, pero inmadura y poco organizada, que se expresa en un 
conjunto cada vez más diversificado de campos de acción colectiva. 

 
Ante este perfil de la sociedad sonorense, la Ley de Participación Ciudadana busca establecer, 

como parte de la modernización política del estado, una interlocución renovada, madura y sólida entre 
los distintos órdenes de gobierno y la ciudadanía. 

 
Con el propósito de hacer más productiva la acción social y de tener más claros los medios y 

fines de la misma, ha buscado darle una organicidad nítida a la participación ciudadana, lo que 
significa, por un lado dotarla de bases, mecanismos e instrumentos que faciliten y amplíen la 
realización de sus actividades. 

 
Con el fomento y promoción de la participación ciudadana la sociedad sonorense desarrollará 

nuevas formas de acción, prestará mayor atención a los asuntos públicos y estará preparada para 
asumir mayores responsabilidades colectivas.” 

 
   Por su parte, con fecha 30 de noviembre de 2010, el C. Gobernador del Estado, 

asociado del Secretario de Gobierno, presentó ante esta Soberanía, su iniciativa de Ley referida en el 
proemio de este dictamen, para lo cual fundamentó su pretensión en los siguientes razonamientos: 

 
  “En la actual Administración Pública a mi cargo, estamos convencidos de que la 

consolidación de la democracia en el Estado, constituye la premisa fundamental para la construcción 
y consolidación del cambio profundo en las instituciones que nuestro entidad requiere para la 
transición hacia un Nuevo Sonora. Esta transición debe partir del reconocimiento de la pluralidad 
ideológica, étnica y cultural presente en nuestra sociedad, del interés de la sociedad en representar 
un papel cada vez más importante en los asuntos públicos, de la transparencia de las instituciones 
gubernamentales y de otorgar plenas garantías para el libre ejercicio del derecho a la información, así 
como de reconocer que la democracia no es solamente una estructura jurídica y un régimen político, 
sino un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural de la 
entidad. 

 
 Este propósito reformador de las instituciones en el Estado, necesariamente obliga a 

la revisión y a la construcción gradual de instrumentos e instituciones que otorguen a la población, los 
espacios idóneos para consolidar un gobierno de corresponsabilidad, con acciones compartidas entre 
la sociedad y las autoridades, en lo relativo a la planeación, evaluación y vigilancia de las políticas y 
programas públicos en todos los ámbitos de gobierno. 

 
 La transformación que proponemos, tiene la visión del empoderamiento de los 

ciudadanos sonorenses, haciéndolos partícipes de las acciones o conductas en beneficio de Sonora 
y, a la vez, conscientes de que su participación resulta indispensable para la generación de una 
sociedad cohesionada y solidaria, pero a la vez crítica, propositiva y exigente, sobre el desempeño de 
quienes ejercen los espacios de representación y gestión, dentro del gobierno. 

 
 Acorde a esta visión, hemos asumido el compromiso de buscar establecer en Sonora, 

las figuras jurídicas y mecanismos de participación ciudadana, por medio de los cuales la población 
pueda participar activamente en la toma de decisiones relacionadas con el diseño, ejecución, 
supervisión y evaluación de acciones públicas, tal y como consta en el Eje Rector 6, denominado 
“Sonora Ciudadano y Municipalista”, del Plan Estatal de Desarrollo 2009-2015. 
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 El Plan Estatal también establece como compromiso de la presente Administración, el 

generar un gobierno cercano a la gente y que la escuche, así como promover el desarrollo de 
estrategias tendientes a incentivar a los ciudadanos para que sean constructores de su propio destino 
comunitario y se desenvuelvan de manera activa, informada, responsable y comprometida, en la 
defensa y promoción tanto del interés público como de sus intereses legítimos, particulares y de 
grupo. 

 
 Bajo estos razonamiento, la presente iniciativa que sometemos ahora a consideración 

de esa Honorable Asamblea, pretende incorporar al marco jurídico de Sonora, las figuras del 
plebiscito, referéndum, iniciativa popular, consulta vecinal y consulta popular, como instrumentos 
básicos de participación ciudadana, que buscan crear ciudadanía y fortalecer nuestra democracia, 
expandiendo los derechos de los ciudadanos y proveyéndolos de instrumentos de democracia 
directa. Los instrumentos señalados, se establecen en los siguientes términos: 

 
 El plebiscito es la consulta directa, con efectos vinculantes para las autoridades 

correspondientes, mediante la cual los ciudadanos sonorenses expresarán su aprobación o 
rechazo a un acto o decisión del Gobernador o de los Ayuntamientos, que sean 
trascendentes para la vida pública de la entidad o del municipio, respectivamente, en 
términos de la Ley. 

 
 El referéndum es un instrumento de democracia directa, con efectos vinculantes para 

las autoridades correspondientes, mediante la cual los ciudadanos sonorenses expresarán su 
aprobación o rechazo, a la creación, reforma, adición, derogación o abrogación de 
disposiciones de la Constitución Local, de leyes o decretos, que expida el Congreso, en 
términos de la Ley. 

 
 La iniciativa popular es un instrumento de democracia directa mediante el cual los 

ciudadanos sonorenses presentan proyectos de creación, modificación, reforma, derogación 
o abrogación de leyes o decretos, respecto de materias de la competencia del Congreso, a fin 
de que sea éste quien las estudie, analice y, en su caso, las apruebe. 

 
 La consulta vecinal es un instrumento de participación ciudadana mediante el cual los 

ciudadanos sonorenses de un municipio podrán emitir su opinión respecto a propuestas de 
solución a problemas colectivos del lugar donde residen, a efecto de que las opiniones 
vertidas constituyan elementos de juicio para el ejercicio de las funciones de gobierno 
correspondientes. 

 
 La consulta popular es un instrumento de participación ciudadana mediante el cual 

los ciudadanos sonorenses podrán expresar su opinión o propuestas, sobre algún tema de 
interés público relacionado con el ejercicio de las atribuciones del Poder Ejecutivo y del Poder 
Legislativo del Estado, a efecto de que las opiniones vertidas constituyan elementos de juicio 
para el ejercicio de las funciones de gobierno correspondientes.. 

 
En la presente Iniciativa de Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Sonora, acorde 

con la lógica que impera en tales instrumentos, se han establecido además, las materias restringidas 
a los mismos, los sujetos legitimados para promoverlos, los requisitos para presentarlos, su trámite y 
resolución, las causales de improcedencia, las funciones y atribuciones de las autoridades en la 
materia, las etapas de preparación de los procedimientos, lo relativo a su realización y la declaración 
de sus efectos, así como las respectivas prohibiciones, sanciones y medio de defensa. 

 
La iniciativa también busca reducir los costos que la aplicación de los instrumentos de 

participación ciudadana pudieran representar para el erario público, al proponer que sea el Consejo 
Estatal Electoral la autoridad que deberá tramitar, resolver y, en su caso, organizar y desahogar, los 
procesos de plebiscito y referéndum. 
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Igualmente es de destacarse, el hecho de que la propuesta también contempla la posibilidad de 
que las jornadas de consulta de los procesos de plebiscito y de referéndum puedan realizarse de 
manera concurrente con las jornadas electorales a realizarse cada tres años, esto con el ánimo de 
procurar una mayor participación en la aplicación de tales instrumentos que asegure su efectividad. 
Igualmente se establecen las bases para que en tales casos, el desarrollo de los procesos de 
participación ciudadana, no puedan afectar negativamente a los procesos electorales 
correspondientes.  

 
Es convicción del suscrito que los anteriores instrumentos de participación ciudadana en los 

términos propuestos, de establecerse y utilizarse, permitirán no solo crear ciudadanía y fortalecer 
nuestra democracia, sino que, con motivo de las dinámicas políticas que generen, favorecerán los 
cambios institucionales que demanda la sociedad para la consolidación de un Nuevo Sonora. 

 
La participación del pueblo en los asuntos públicos permitirá al gobierno hacerle frente con más 

fuerza, a los retos que tenemos ambos: sociedad y gobierno.” 
 
Derivado de lo anterior, esta Comisión sustenta la viabilidad del presente dictamen bajo las 

siguientes: 
 

CONSIDERACIONES: 
 
PRIMERA.- Es facultad constitucional y de orden legal del Gobernador del Estado, iniciar ante 

este Órgano Legislativo las leyes, decretos o acuerdos de observancia y aplicación en el ámbito 
jurisdiccional del Estado, atento a lo dispuesto por los artículos 53, fracción I y 79, fracción III, de la 
Constitución Política del Estado de Sonora. 

 
Asimismo, es también facultad constitucional y de orden legal de los diputados del Congreso 

del Estado, iniciar ante este órgano legislativo las leyes, decretos o acuerdos de observancia y 
aplicación en el ámbito jurisdiccional del Estado, atento lo dispuesto por los artículos 53, fracción III, 
de la Constitución Política del Estado de Sonora y 32, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo. 

 
SEGUNDA.- Conforme al orden jurídico local, es potestad constitucional exclusiva de este 

Poder Legislativo discutir, aprobar y expedir toda clase de leyes, decretos y acuerdos de observancia 
y aplicación en el ámbito territorial del Estado, siendo materia de ley toda resolución que afecte a las 
personas en general, de decreto la que otorgue derechos o imponga obligaciones a personas 
determinadas, y de acuerdo en los demás casos, según lo dispuesto por el artículo 52 de la 
Constitución Política del Estado de Sonora. Además, es importante señalar que en la interpretación, 
reforma o abrogación de leyes, deberán observarse los mismos trámites establecidos para su 
formación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 de la Constitución Política del Estado de 
Sonora. 

 
TERCERA.- De conformidad con lo dispuesto por el artículo 64, fracción XXXV BIS, de la 

Constitución Política del Estado de Sonora, esta Soberanía tiene facultades para legislar y fomentar 
la participación ciudadana en el Estado y sus Municipios, regulando las figuras que se estimen 
convenientes, entre las cuales deberá considerar el referéndum, plebiscito, iniciativa popular y 
consulta vecinal, como instituciones básicas de participación. Asimismo, el artículo 53, fracción V, del 
mismo ordenamiento supremo estatal, dispone la atribución de los ciudadanos que representen el 1% 
del total inscrito en el Padrón Estatal Electoral para iniciar leyes ante este Poder Legislativo del 
Estado de Sonora, conforme a los términos que establezca la Ley. 

 
Igualmente, el artículo 16, fracción I, de la misma Carta Magna Estatal, reconoce el derecho y 

prerrogativa de los ciudadanos sonorenses para votar en los procesos de participación ciudadana, en 
los términos que disponga la legislación correspondiente. 
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Por su parte, el artículo 22 del referido ordenamiento constitucional, dispone que el Tribunal 
Estatal Electoral será la máxima autoridad jurisdiccional en materia de procesos de participación 
ciudadana, funcionará de manera permanente y tendrá a su cargo la sustanciación y resolución, en 
única instancia, de los medios de impugnación que establezcan las leyes relativas. 

 
CUARTA.- La iniciativa presentada por los Grupos Parlamentarios del Partido Revolucionario 

Institucional, del Partido Nueva Alianza en Sonora y del Partido Verde Ecologista de México, 
contemplan un amplio catálogo de instrumentos de participación ciudadana en materia política, de 
control y vigilancia ciudadana y de gestión del desarrollo. 

 
Dentro de los instrumentos previstos en esta iniciativa, se incluyen el plebiscito, referéndum, 

iniciativa popular, consulta ciudadana y vecinal, audiencia pública, rendición de cuentas, red de 
contralorías ciudadanas, cabildo abierto, difusión pública, recorridos de los presidentes municipales, 
colaboración ciudadana, comités de participación ciudadana, presupuesto participativo y agencias de 
desarrollo local. 

 
Todo lo anterior con el objetivo básico de institucionalizar, regular y garantizar el derecho de la 

ciudadanía y sus organizaciones a participar directamente en la toma y ejecución de las decisiones 
públicas fundamentales, así como en la resolución de problemas de interés general. 

 
Asimismo, la iniciativa analizada, contempla también un apartado especial relativo a los 

órganos competentes en la aplicación de la Ley, dentro de los cuales se contempla la creación de las 
figuras del Foro de la Sociedad Civil y el Instituto de Participación Ciudadana del Estado de Sonora, 
así como la constitución del Fondo de Participación Ciudadana. 

 
La iniciativa también contempla la regulación de las relaciones entre el gobierno y las 

organizaciones de la sociedad civil, estableciendo un catálogo de atribuciones de éstas, así como los 
requisitos que deberán reunir para acceder a los apoyos y estímulos que otorgue la administración 
pública estatal. Igualmente se propone la creación de un Registro de Organizaciones de la Sociedad 
Civil del Estado de Sonora, a cargo del Instituto de Participación Ciudadana, cuyas función principal 
será el establecer un padrón de las organizaciones sociales que cumplan con los requisitos que se 
establecen en la Ley, a efecto de crear un sistema de información que identifique sus actividades. 

 
Por último, la iniciativa además propone un apartado especial relativo a la cultura, educación en 

la participación ciudadana y la formación del ciudadano, que busca entre otros aspectos, 
comprometer al Poder Ejecutivo Estatal, al Congreso del Estado y a los Ayuntamientos, en la 
promoción de una cultura de participación ciudadana en los temas de interés público, así como la 
inclusión de contenidos en esta materia dentro de los programas de educación básica y como 
actividades académicas dentro de las instituciones de educación superior. 

 
QUINTA.- La iniciativa presentada por el Gobernador del Estado pretende incorporar al marco 

jurídico de Sonora, las figuras del plebiscito, referéndum, iniciativa popular, consulta vecinal y 
consulta popular, como instrumentos básicos de participación ciudadana, que buscan crear 
ciudadanía y fortalecer La democracia, expandiendo los derechos de los ciudadanos y proveyéndolos 
de instrumentos de democracia directa. 

 
Igualmente, propone el reconocer como autoridades en esta materia, al Consejo Estatal 

Electoral del Estado de Sonora, en procesos de plebiscito y referéndum, al Poder Ejecutivo Estatal, al 
Poder Legislativo Local y a los Ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas competencias, así 
como al Tribunal Estatal Electoral. 

 
Asimismo, se desarrollan a detalle las características y requisitos para el desarrollo de cada 

uno de los instrumentos de participación ciudadana, así como el procedimiento detallado para la 
organización, desarrollo y determinación de resultados, de los procesos de plebiscito y referéndum, 
con la participación del Consejo Estatal Electoral. 
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 Adicionalmente cabe destacar el establecimiento de los requisitos conforme a los cuales los 
procesos de plebiscito y referéndum resultarían vinculatorios para las autoridades administrativas o 
legislativas, según corresponda, en los cuales el resultado de los mismos se relaciona con el 
porcentaje de participación ciudadana obtenida para cada caso. 

 
Debe resaltarse también que la iniciativa en estudio busca reducir los costos que la aplicación 

de los instrumentos antes referidos, podrían representar para las haciendas públicas, al proponer el 
apoyo en organismos e instituciones actuales, para la organización, tramitación y desahogo de tales 
instrumentos. 

 
En este mismo tenor, destaca también el hecho de que la iniciativa contempla la celebración de 

jornadas de consulta de referéndum, de manera concurrente con las jornadas electorales cada tres 
años, a efecto de buscar asegurar una mayor participación ciudadana que garantice una mayor 
efectividad de las mismas.  

 
 
  SEXTA.- Esta Comisión reconoce el hecho de que los instrumentos de participación 

ciudadana representan una necesidad de todos los sistemas políticos democráticos de la actualidad, 
que permiten a un gobierno garantizar la gobernabilidad del sistema representativo y una mejora 
continua en la relación gobierno-ciudadanos. 

 
 Por ello, con el ánimo de buscar consolidar el ejercicio democrático de gobierno en Sonora, 

esta Comisión estima necesario establecer en el marco normativo local, instrumentos y procesos que 
fortalezcan la representatividad, sustentados en el reconocimiento de principios tales como la 
pluralidad, el respeto, la tolerancia, el goce de derechos, la libertad de ideas, la participación social, la 
solidaridad, la sustentabilidad y la corresponsabilidad, a fin de que los representados sean 
efectivamente considerados en la toma de decisiones que afectan directamente su espacio de vida y 
desarrollo. 

 
En virtud de lo anterior, esta Comisión estima procedentes, oportunas y viables las propuestas 

legislativas en estudio, pues están encaminadas a fortalecer la posibilidad de que los ciudadanos 
sonorenses puedan manifestar libremente su opinión sobre asuntos de interés público, 
reconociéndoles la capacidad de decisión sobre ciertos actos gubernamentales.  

 
Para tal propósito, se estima pertinente integrar un proyecto que englobe las propuestas que 

contemplan las dos iniciativas analizadas, con el propósito de enriquecer ambos proyectos en sus 
aspectos fundamentales. 

 
En este sentido, esta Comisión considera pertinente integrar al marco normativo estatal la 

regulación de las figuras del plebiscito, referéndum, iniciativa popular, consulta vecinal, consulta 
popular, presupuesto participativo y las agencias de desarrollo local, como instrumentos de 
participación ciudadana que, en respeto a la autonomía de los Ayuntamientos y buscando hacer un 
uso eficiente de los recursos públicos, contemple mecanismos efectivos que permitan a la ciudadanía 
participar mediante su opinión en la toma de decisiones fundamentales de gobierno.  

 
Es de reconocerse que la inclusión de figuras tales como el presupuesto participativo, en 

principio fortalecerían la participación social en la determinación de las prioridades en el ejercicio de 
los recursos públicos de los Gobiernos Estatal y Municipales, mediante un proceso de debates y 
consultas informadas, y adicionalmente, mediante figuras como las Agencias de Desarrollo Local, se 
facilitaría y establecerían las bases para una adecuada participación de gobierno y ciudadanía en la 
promoción del desarrollo económico municipal que busque potenciar los recursos locales, fomentar la 
inserción laboral y las iniciativas empresariales en sus respectivas comunidades. 

 
Adicionalmente, reconociendo la experiencia y atribuciones del Consejo Estatal Electoral en 

materia de regulación, organización y ejecución de procesos de consulta de opiniones ciudadanas, y 
reconociendo las acotaciones propuestas en las iniciativas en estudio, mediante las cuales se 
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reconoce la necesidad de establecer mecanismos que garanticen una adecuada separación entre 
procesos de consulta ciudadana y procesos electorales, a efecto de buscar evitar afectar a unos y a 
otros, y reconociendo también la necesidad de regular a las figuras de participación ciudadana 
mediante instrumentos que busquen asegurar su efectividad, es que esta Comisión considera 
pertinente facultar al Consejo Estatal Electoral como autoridad responsable de la organización, 
regulación y ejecución de los instrumentos de plebiscito y referéndum, a celebrarse de manera 
simultánea y concurrente con los procesos electorales. 

 
Por último, esta Comisión también estima pertinente acotar los efectos vinculatorios de los 

procesos de plebiscito y referéndum, únicamente a aquellos casos en los cuales se obtenga una 
participación ciudadana auténticamente representativa del Estado, región o municipio en el cual se 
pretenda aplicar, con el propósito de legitimar las decisiones gubernamentales consultadas y 
refrendar la gobernabilidad. 

 
En conclusión, esta Comisión dictaminadora arriba a la conclusión de que las iniciativas en 

estudio integran mecanismos eficientes que permitirán a los ciudadanos sonorenses fortalecer su 
participación en la toma de las decisiones que inciden sobre el desarrollo de sus comunidades, e 
igualemente reconocen la corresponsabilidad de todos, gobierno y sociedad, en el fortalecimiento de 
las instituciones públicas y en la búsqueda de un mejor futuro para los sonorenses. 

 
En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 52 de la Constitución Política 

del Estado de Sonora, sometemos a consideración del Pleno el siguiente proyecto de: 
 

L E Y 
  

DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE SONORA 
 

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

ARTÍCULO 1.- La disposiciones de esta Ley son de orden e interés público y tienen por objeto: 
 
I.- Fomentar, promover, regular y establecer los instrumentos que permitan la organización y 

funcionamiento de las instituciones básicas de participación ciudadana en el Estado; 
 
II.- Institucionalizar, regular y garantizar el derecho de la ciudadanía a participar directamente 

en la toma y ejecución de las decisiones públicas fundamentales, así como en la resolución de 
problemas de interés general; 

 
III.- Definir y promover las políticas de gobierno en materia de participación ciudadana; 
 
IV.- Asegurar, mediante la participación y vigilancia ciudadanas, el ejercicio legal, democrático y 

transparente del gobierno; 
 
V.- Reiterar el derecho de acceso anticipado y oportuno de los ciudadanos a la información 

pública, como premisa indispensable para el ejercicio de los derechos de participación ciudadana 
establecidos y garantizados en la presente Ley; 

 
VI.- Establecer y regular la creación y funcionamiento de las Agencias de Desarrollo Local, 

como instituciones intermedias, promotoras del desarrollo e instancias auxiliares en materia de 
participación ciudadana; 
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VII.- Establecer y regular los instrumentos vinculatorios de participación ciudadana; 
 
VIII.- Promover una cultura de la participación ciudadana en el Estado; y 
 
IX.- Las demás que se derivan de la propia Ley. 
 
ARTÍCULO 2.- Para los efectos de la presente Ley, se entiende por: 
 
I.- Código: El Código Electoral para el Estado de Sonora; 
 
II.- Congreso: El Poder Legislativo del Estado de Sonora; 
 
III.- Consejo: El Consejo Estatal Electoral del Estado de Sonora; 
 
IV.- Constitución Local: La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Sonora; 
 
V.- Credencial: La credencial para votar con fotografía expedida por las autoridades electorales 

correspondientes, en términos de la normatividad electoral aplicable; 
 
VI.- Estado: El Estado de Sonora; 
 
VII.- Gobernador: El Gobernador del Estado de Sonora; 
 
VIII.- Ley: La Ley de Participación Ciudadana del Estado de Sonora;  
 
IX.- Lista Nominal: la relación de personas incluidas en el padrón electoral del Registro Federal 

de Electores, agrupadas por distrito y sección, a quienes se ha expedido y entregado su credencial 
para votar; y 

 
X.- Tribunal: El Tribunal Estatal Electoral del Estado de Sonora. 
 
ARTÍCULO 3.- Son principios rectores de la participación ciudadana en el Estado: la 

democracia, el bien común, la legalidad, inclusión, certeza, independencia, objetividad, imparcialidad, 
solidaridad, tolerancia, pervivencia, libertad, equidad, transparencia, corresponsabilidad, 
sustentabilidad y el respeto a la dignidad de la persona. 

 
ARTÍCULO 4.- Los instrumentos de participación ciudadana previstos en esta Ley, son: 
 
I.- El Plebiscito; 
 
II.- El Referéndum; 
 
III.- La Iniciativa Popular; 
 
IV.- La Consulta Vecinal; 
 
V.- La Consulta Popular; 
 
VI.- El Presupuesto Participativo; 
 
VII.- Las Agencias de Desarrollo Local;  
 

         VIII.- De los comités de participación ciudadana; 
 
         IX.- Legislador Joven; y 
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X.-Los demás que establezcan otras disposiciones aplicables o las autoridades estatales y 
municipales, en los ámbitos de sus respectivas competencias, los cuales, en todo caso, 
deberán sujetarse a los principios rectores previstos en el artículo 3 de esta ley. 
. 
 
ARTÍCULO 5.- La interpretación de las disposiciones de esta Ley se hará tomando en cuenta el 

objeto y los principios rectores de la participación ciudadana, y a falta de disposición expresa en esta 
Ley, se estará a lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Sonora, al Código y a los acuerdos que dicte el 
Consejo en el ámbito de su competencia y conforme a las bases y principios establecidos en la 
presente Ley. 

 
La interpretación de las disposiciones de esta Ley se hará tomando en cuenta su objeto y los 

principios rectores de la participación ciudadana, atendiendo a los criterios gramatical, sistemático y 
funcional. 

 
ARTÍCULO 6.- Podrán ejercer su derecho de participación ciudadana a través de los 

instrumentos previstos en la presente Ley, los ciudadanos sonorenses que cuenten con credencial 
para votar y se encuentren en la Lista Nominal correspondiente. 

 

CAPÍTULO II 
DE LAS AUTORIDADES COMPETENTES 

 
ARTÍCULO 7.- Corresponde la aplicación de la presente Ley, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, a: 
 
I.- El Poder Legislativo; 
 
II.- El Poder Ejecutivo; 
 
III.- Los Ayuntamientos; 
 
IV.- El Tribunal Estatal Electoral; y 
 
V.- El Consejo Estatal Electoral. 
 
ARTÍCULO 8.-Todo servidor público, estatal o municipal tiene, en el ámbito de sus  respectivas 

atribuciones, la obligación de cumplir y hacer cumplir la presente Ley, de respetar y facilitar la 
participación ciudadana y de abstenerse de utilizar cualquier medio que inhiba esa participación. 

 
Los gobiernos estatal y municipales, en los ámbitos de sus competencias, establecerán las 

garantías necesarias para que los instrumentos de participación ciudadana sean reales, efectivos y 
democráticos. 

 
ARTÍCULO 9.- En materia de participación ciudadana, el Consejo tendrá las siguientes 

atribuciones: 
 
I.- Garantizar el desarrollo adecuado de los procesos de participación ciudadana de su 

competencia; 
 
II.- Promover, preservar y difundir una cultura de participación ciudadana acorde a los principios 

rectores establecidos en la presente Ley; 
 
III.- Organizar, realizar y vigilar el correcto desarrollo de los procesos de plebiscito y 

referéndum, conforme a lo dispuesto por esta Ley; 



14 
 

 
IV.- Dar trámite a las solicitudes de plebiscito y referéndum, así como acordar sobre su 

procedencia, y publicar y remitir a las autoridades correspondientes el acuerdo correspondiente y los 
resultados de tales procesos; 

 
V.- Emitir el acuerdo de validación de los resultados de los procesos de plebiscito y de 

referéndum, así como notificarlos a las autoridades y partes interesadas; 
 
VI.- Difundir en los medios de comunicación masiva la información prevista en la presente Ley, 

sobre los instrumentos de participación ciudadana a los que se hubiere acordado convocar; 
 
VII.- Elaborar y aprobar los acuerdos y la normatividad, necesarios para el funcionamiento 

adecuado de los procesos de participación ciudadana de su competencia, de conformidad con las 
bases y principios establecidos en la presente Ley;  

 
VIII.- Promover de manera permanente la educación cívica y la participación ciudadana, así 

mismo, desarrollar un programa de difusión para los niños y jóvenes del sistema educativo del Estado 
para dar a conocer la importancia de participar en las decisiones trascendentales para la sociedad; 

 
IX.- Ser órgano de asesoría y consulta en materia de participación ciudadana; 
 
X.- Coadyuva con las autoridades estatales y municipales, para la realización de las actividades 

necesarias a efecto de que los instrumentos de participación ciudadana contemplados en esta Ley se 
realicen; y 

 
XI.- Las demás que señalen esta Ley y las disposiciones jurídicas aplicables. 
 
ARTÍCULO 10.- En las reuniones de trabajo del Consejo para el desahogo de la tramitación, 

organización, desarrollo, cómputo y participación en los instrumentos de participación ciudadana de 
su competencia, no podrán concurrir ni participar los comisionados de los partidos políticos, alianzas 
o coaliciones. 

 
ARTÍCULO 11.- En materia de participación ciudadana, el Tribunal tendrá atribuciones para 

substanciar y resolver, en única instancia, los medios de impugnación que se interpongan en contra 
de los procesos de participación ciudadana, de conformidad con lo que establece la presente Ley. 

 

TÍTULO SEGUNDO 
DE LOS INSTRUMENTOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 
CAPÍTULO I 

DEL PLEBISCITO 
 

SECCIÓN I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
ARTÍCULO 12.- El plebiscito es la consulta, con efectos vinculantes para las autoridades 

correspondientes, mediante la cual los ciudadanos sonorenses expresarán su aprobación o rechazo a 
un acto o decisión del Poder Ejecutivo Estatal o de los Ayuntamientos, que sean trascendentes para 
la vida pública del Estado o del municipio, respectivamente, en términos de la presente Ley. 

 
ARTÍCULO 13.- No podrán ser materia de plebiscito los actos o decisiones que se refieran a 

cualquiera de las siguientes materias: 
 
I.- Tributaria, fiscal y de egresos; 
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II.- Las relacionadas con el régimen interno y de organización de la Administración Pública 

Estatal o Municipal, según corresponda; 
 
III.- Expropiación o limitación de la propiedad particular; 
 
IV.- Actos cuya realización sea obligatoria o prohibida, en términos de las leyes aplicables; y 
 
V.- Las demás que determinen las leyes. 
 
ARTÍCULO 14.- Podrán solicitar el plebiscito ante el Consejo: 
 
I.- Sobre actos o decisiones del Poder Ejecutivo Estatal que sean trascendentes para la vida 

pública del Estado, los ciudadanos que representen cuando menos el tres por ciento de los 
ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado, o un número de Ayuntamientos que represente 
la mayoría de los Ayuntamientos en el Estado; 

 
II.- Sobre actos o decisiones de un Ayuntamiento que sean trascendentes para la vida pública 

del municipio: 
 
a) La mayoría de los integrantes del Ayuntamiento respectivo; 

 
b) En el caso de municipios cuyo número de electores sea de hasta diez mil, el veinte por 

ciento de los ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del municipio de que se trate; 
 

c) En los municipios cuyo número de electores sea superior a diez mil, pero inferior a veinte mil, 
el quince por ciento de los ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del municipio de que se trate; 

 
d) En los municipios cuyo número de electores sea igual o superior a veinte mil, pero inferior a 

cincuenta mil, el diez por ciento de los ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del municipio de que 
se trate; 

 
e) En los municipios cuyo número de electores sea igual o superior a cincuenta mil, pero 

inferior a cien mil, el cinco por ciento de los ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del municipio de 
que se trate; 

 
f) En los municipios cuyo número de electores sea igual o superior a cien mil, el tres por ciento 

de los ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del municipio de que se trate; 
 
III.- Sobre actos o decisiones del Poder Ejecutivo Estatal que sean trascendentes para la vida 

pública del Estado, el Gobernador; y 
 
IV.- Sobre actos o decisiones de un Ayuntamiento que sean trascendentes para la vida pública 

del municipio, el Presidente Municipal respectivo. 
 
En los supuestos previstos en las fracciones I y II del presente artículo, para su procedencia, la 

solicitud de plebiscito deberá ser presentada ante el Consejo dentro de los cuarenta y cinco días 
naturales siguientes a la fecha de inicio del acto o decisión del Poder Ejecutivo Estatal o del 
Ayuntamiento, según corresponda. 

 
ARTÍCULO 15.- En los supuestos previstos en la fracción I y en los incisos b), c), d), e) y f) de 

la fracción II, del artículo 14 de la presente Ley, los solicitantes deberán nombrar un Comité de 
Representantes, integrado por cinco ciudadanos sonorenses, el cual ejercerá su representación en 
los términos que señala esta Ley. 
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Para la validez de las decisiones, acuerdos y promociones que tome o realice el Comité de 
Representantes, bastará la firma de tres de sus cinco integrantes. 

 
ARTÍCULO 16.- Las solicitudes de plebiscito que se presenten ante el Consejo por el 

Gobernador, el Presidente Municipal, la mayoría de los integrantes de un Ayuntamiento o la mayoría 
de los Ayuntamientos del Estado, deberán contener: 

 
I.- El nombre y firma del o los solicitantes. En caso de que la solicitud sea formulada por la 

mayoría de los Ayuntamientos del Estado, se deberá presentar copia certificada de los Acuerdos de 
Cabildo correspondientes, así como el nombre y firma de los integrantes del Comité de 
Representantes a que se refiere el artículo 15 de la presente Ley; 

 
II.- El precepto legal en que se fundamenta la solicitud; 
 
III.- La especificación precisa del acto o decisión de autoridad objeto del plebiscito solicitado;  
 
IV.- La propuesta de pregunta o preguntas a consultar a la ciudadanía para que ésta exprese 

su aprobación o rechazo sobre el acto o decisión objeto del plebiscito solicitado; y 
 
V.- La exposición de las razones por las cuales se considera que el acto o decisión 

correspondiente debe sujetarse a un plebiscito. 
 
ARTÍCULO 17.- Las solicitudes de plebiscito que se presenten por los ciudadanos señalados 

en la fracción I y en los incisos b), c), d) y e), de la fracción II, del artículo 14 de la presente Ley, 
deberán contener: 

 
I.- Los nombres y firmas de los integrantes del Comité de Representantes a que se refiere el 

artículo 15 de la presente Ley; 
 
II.- La manifestación expresa de conducirse bajo protesta de decir verdad; 
 
III.- El señalamiento de un domicilio ubicado en la capital del Estado, para recibir notificaciones; 
 
IV.- La especificación precisa del acto o decisión de autoridad objeto del plebiscito solicitado, 

así como la autoridad responsable por tal acto o decisión;  
 
V.- La propuesta de pregunta o preguntas a consultar a la ciudadanía para que ésta exprese su 

aprobación o rechazo sobre el acto o decisión objeto del plebiscito solicitado; 
 
VI.- La exposición de las razones por las cuales se considera que el acto o decisión 

correspondiente debe sujetarse a un plebiscito;  
 
VII.- Los siguientes datos en orden de columnas: 
 
a) Nombre completo de los ciudadanos solicitantes; 

 
b) Número de folio de la credencial para votar de los ciudadanos solicitantes; 
 
c) Clave de elector y la sección electoral a la que pertenecen los ciudadanos solicitantes; y 
 
d) Firma de cada ciudadano elector solicitante, que concuerde con la que aparece en la 

credencial para votar. 
 
ARTÍCULO 18.- La presentación de la solicitud de plebiscito, así como su tramitación ante el 

Consejo, no tienen efectos suspensivos sobre el acto o decisión de la autoridad correspondiente. 
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SECCIÓN II 
DEL TRÁMITE Y RESOLUCIÓN 

 
ARTÍCULO 19.- Recibida la solicitud de plebiscito, el Secretario del Consejo verificará dentro 

de los cinco días hábiles siguientes, si la solicitud cumple con los requisitos a que se refieren los 
artículos 16 y 17 de la presente Ley, según corresponda. A falta de algún requisito, se requerirá al 
solicitante o, en su caso, al Comité de Representantes, para que subsane tal omisión dentro de los 
tres días hábiles siguientes al de la notificación, con el apercibimiento de que en caso de 
incumplimiento, se desechará la solicitud. 

 
ARTÍCULO 20.- Si la solicitud de plebiscito cumple con los requisitos o fue subsanada por el 

promovente o el Comité de Representantes, en los términos previstos por el artículo anterior, el 
Presidente del Consejo, a más tardar dentro de los dos días hábiles siguientes a la acreditación de 
tales hechos, notificará su admisión a la autoridad presuntamente responsable del acto o decisión 
objeto de la solicitud de plebiscito, acompañando una copia de dicha solicitud y sus anexos, en su 
caso.  

 
En caso de que la solicitud hubiera sido presentada por los ciudadanos a que se refieren las 

fracciones I y II del artículo 14 de esta Ley, una vez recibida la notificación a que se refiere el párrafo 
anterior, la autoridad correspondiente dispondrá de un plazo de cinco días hábiles para hacer valer 
ante el Consejo las consideraciones que estime pertinentes.  

 
ARTÍCULO 21.- Una vez que se hubiera notificado a las autoridades correspondientes sobre la 

admisión de la solicitud de plebiscito, si se trata de solicitudes presentadas por las autoridades a las 
que se refieren los artículos III y IV del artículo 14 de la presente Ley, o una vez que hubiera 
transcurrido el plazo a que se refiere el segundo párrafo del artículo anterior, dentro de los treinta días 
naturales siguientes, el Consejo resolverá en definitiva sobre la procedencia de la solicitud de 
plebiscito. 

 
ARTÍCULO 22.- La solicitud de plebiscito será improcedente en los siguientes casos: 
 
I.- Si el acto materia de la solicitud de plebiscito no es un acto o decisión del Poder Ejecutivo 

Estatal o de un Ayuntamiento, que sean trascendentes para la vida pública del Estado o del municipio 
correspondiente, según sea el caso, o se trata de algún acto o decisión relativo a las materias 
contempladas en el artículo 13 de la presente Ley; 

 
II.- Si como resultado de la verificación de la autenticidad de los datos de los ciudadanos que 

presentan la solicitud, se obtiene que no se reúne el número de solicitantes que esta Ley establece 
para cada caso. Para la verificación de la autenticidad de los datos de los ciudadanos que presenten 
la solicitud conforme a las fracciones I y II del artículo 14 de esta Ley, el Consejo podrá acordar la 
aplicación de un procedimiento aleatorio y de muestreo científicamente sustentado, sin perjuicio de la 
información que sobre este particular pudiera obtener por otros medios; 

 
III.- Si el escrito de solicitud se presentó en forma extemporánea; 
 
IV.- Si el acto o decisión materia del plebiscito se haya consumado y no puedan restituirse las 

cosas a la situación que guardaban con anterioridad; 
 
V.- Si el acto o decisión ha sido revocado previamente por las autoridades competentes;  
 
VI.- Si la exposición de las razones que motivan la solicitud, resulta frívola, inverosímil, 

subjetiva o no contenga una relación directa causa-efecto entre las razones expuestas y el acto o 
decisión de gobierno; 
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VII.- Si el escrito de solicitud es insultante, atenta contra de las instituciones o sea ilegible; y 
 
VIII.- Si la solicitud respectiva no cumple con todos los requisitos y formalidades que se 

establecen en el presente ordenamiento. 
 
ARTÍCULO 23.- Si el Consejo resuelve la procedencia de la solicitud de plebiscito, deberá 

emitir el acuerdo correspondiente. 
 
El acuerdo que declare la procedencia del plebiscito será notificado a la autoridad de la que 

emana el acto o decisión de gobierno objeto del plebiscito, y deberá ser publicado en el Boletín Oficial 
del Gobierno del Estado de Sonora, incluyendo la convocatoria que contendrá: 

 
I.- La fecha en la cual se realizará la jornada de consulta del plebiscito, la cual deberá estar 

comprendida dentro de los 90 días naturales siguientes a la fecha en que fue publicado el acuerdo 
que declare su procedencia. En todo caso, en cada año, sólo se podrá realizar una jornada de 
consulta, pero en ella se podrán atender varios procesos de plebiscito. Cuando el plebiscito deba ser 
realizado en el año en que deban efectuarse las elecciones, la jornada de plebiscito deberá realizarse 
de manera concurrente con la jornada electoral correspondiente, para lo cual el Consejo deberá 
tomar las medidas pertinentes y oportunas para el desarrollo adecuado de los procesos de plebiscito 
sin afectar los procesos electorales correspondientes; 

 
II.- La especificación precisa y detallada del acto o decisión de autoridad, objeto del plebiscito; 
 
III.- La pregunta o preguntas a consultar en el proceso de plebiscito; 
 
IV.- La autoridad o autoridades de las que emana el acto o decisión de gobierno objeto del 

plebiscito; 
 
V.- El ámbito territorial de aplicación del proceso de plebiscito, anexando una relación completa 

de las secciones electorales donde se sufragará; 
 
VI.- El número de ciudadanos que tiene derecho a participar, así como el número mínimo de 

ciudadanos requerido en cada caso, para que el resultado del proceso de plebiscito sea vinculatorio 
para la autoridad correspondiente, conforme a la presente Ley; y 

 
VII.- Las demás disposiciones regulatorias del proceso, que se consideren pertinentes. 
 

CAPÍTULO II 
DEL REFERÉNDUM 

 
SECCIÓN I 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTÍCULO 24.- El referéndum es un instrumento de democracia directa, con efectos vinculantes para 
las autoridades correspondientes, mediante el cual los ciudadanos sonorenses expresarán su 
aprobación o rechazo sobre la creación, reforma, adición, derogación o abrogación de disposiciones 
de la Constitución Local o de las leyes o decretos que expida el Congreso, en términos de la presente 
Ley. 
 
ARTÍCULO 25.- Por su materia, el referéndum podrá ser: 
 
I.- Referéndum Constitucional: Aquel que tiene por objeto aprobar o rechazar la reforma, adición o 
derogación de disposiciones de la Constitución Local, o 
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II.- Referéndum Legislativo: Aquel que tiene por objeto aprobar o rechazar la creación, reforma, 
adición, derogación o abrogación de disposiciones legales que expida el Congreso. 
 
ARTÍCULO 26.- No podrán ser materia de referéndum la creación, reforma, adición, derogación o 
abrogación de disposiciones legislativas o de la Constitución Local, relativas a cualquiera de los 
siguientes temas: 
 
I.- Las modificaciones que se deban realizar en cumplimiento a mandatos judiciales o disposiciones 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las Leyes Generales o los Tratados 
Internacionales de los que México sea parte; 
 
II.- La materia tributaria, fiscal, de egresos o ingresos; 
 
III.- Las materias relacionadas con el régimen interno y de organización de la Administración Pública 
Estatal, Municipal, del Congreso o del Poder Judicial del Estado de Sonora; y 
 
IV.- Los demás que determinen las leyes. 
 
ARTÍCULO 27.- Podrán solicitar el referéndum ante el Consejo: 
 
I.- Tratándose de solicitudes de Referéndum Constitucional, el Gobernador, los ciudadanos que 
representen cuando menos el cinco por ciento de los ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del 
Estado o un número de Ayuntamientos que represente la mayoría de estos en el Estado; y 
 
II.- Tratándose de solicitudes de Referéndum Legislativo, el Gobernador, los ciudadanos que 
representen cuando menos el tres por ciento de los ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del 
Estado o un número de Ayuntamientos que represente la mayoría de estos en el Estado. 
 
En todo caso, la solicitud de referéndum deberá ser presentada ante el Consejo dentro de los treinta 
días naturales siguientes a la fecha de entrada en vigor de la o las disposiciones constitucionales o 
legislativas objeto de esa solicitud. 
 
ARTÍCULO 28.- En el caso en que los solicitantes del referéndum sean el número de ciudadanos o la 
mayoría de los Ayuntamientos, según se prevé en el artículo anterior, estos deberán nombrar un 
Comité de Representantes, integrado por cinco ciudadanos sonorenses, el cual ejercerá su 
representación en los términos que señala esta Ley. 
 
Para la validez de las decisiones, acuerdos y promociones que tome o realice el Comité de 
Representantes, bastará la firma de tres de sus cinco integrantes. 
 
ARTÍCULO 29.- Las solicitudes de referéndum que se presenten ante el Consejo por el Gobernador o 
por la mayoría de los Ayuntamientos del Estado, deberán contener: 
 
I.- El nombre y firma del solicitante. En caso de que la solicitud sea formulada por la mayoría de los 
Ayuntamientos del Estado, se deberá presentar copia certificada de los Acuerdos de Cabildo 
correspondientes, así como el nombre y firma de los integrantes del Comité de Representantes a que 
se refiere el artículo 28 de la presente Ley 
 
II.- El precepto legal en que se fundamenta la solicitud; 
 
III.- La especificación precisa de la disposición constitucional o legislativa, objeto del referéndum 
solicitado;  
 
IV.- La propuesta de pregunta o preguntas a consultar a la ciudadanía para que ésta exprese su 
aprobación o rechazo sobre la disposición constitucional o legislativa, objeto del referéndum 
solicitado; y 
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V.- La exposición de las razones por las cuales se considera que la disposición constitucional o 
legislativa correspondiente, debe sujetarse a un referéndum. 
 
ARTÍCULO 30.- Las solicitudes de referéndum que se presenten por el número de ciudadanos que se 
prevé en el artículo 27 de la presente Ley, deberán contener: 
 
I.- Los nombres y firmas de los integrantes del Comité de Representantes a que se refiere el artículo 
28 de la presente Ley; 
 
II.- La manifestación expresa de conducirse bajo protesta de decir verdad; 
 
III.- El señalamiento de un domicilio ubicado en la capital del Estado, para recibir notificaciones; 
 
IV.- La especificación precisa de la disposición constitucional o legislativa objeto del referéndum 
solicitado;  
 
V.- La propuesta de pregunta o preguntas a consultar a la ciudadanía para que ésta exprese su 
aprobación o rechazo sobre la disposición constitucional o legislativa, objeto del referéndum 
solicitado; 
 
VI.- La exposición de las razones por las cuales se considera que la disposición constitucional o 
legislativa correspondiente debe sujetarse a un referéndum; 
 
VII.- Los siguientes datos en orden de columnas: 
 
a) Nombre completo de los ciudadanos solicitantes; 

 
b) Número de folio de la credencial para votar de los ciudadanos solicitantes; 
 
c) Clave de elector y la sección electoral a la que pertenecen los ciudadanos solicitantes; y 
 
d) Firma de cada ciudadano elector solicitante, que concuerde con la que aparece en la credencial 
para votar. 
 
ARTÍCULO 31.- La presentación de la solicitud de referéndum, así como su tramitación ante el 
Consejo, no tienen efectos suspensivos sobre la disposición constitucional o legislativa objeto del 
mismo. 

 

SECCIÓN II 
DEL TRÁMITE DE LA SOLICITUD 

 
ARTÍCULO 32.- Recibida la solicitud de referéndum, el Secretario del Consejo verificará dentro 

de los cinco días hábiles siguientes, si la solicitud cumple con los requisitos a que se refieren los 
artículos 29 y 30 de la presente Ley, según corresponda. A falta de algún requisito, se requerirá al 
solicitante o, en su caso, al Comité de Representantes, para que subsane tal omisión dentro de los 
tres días hábiles siguientes al de la notificación, con el apercibimiento de que en caso de 
incumplimiento, se desechará la solicitud. 

 
ARTÍCULO 33.- Si la solicitud de referéndum cumple con los requisitos o fue subsanada por el 

promovente o el Comité de Representantes, en los términos previstos por el artículo anterior, el 
Presidente del Consejo, a más tardar dentro de los dos días hábiles siguientes a la acreditación de 
tales hechos, notificará su recepción al Congreso, acompañando una copia de dicha solicitud y sus 
anexos.  
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Una vez recibida la notificación, el Congreso dispondrá de un plazo de cinco días hábiles para 
hacer valer ante el Consejo las consideraciones que estime pertinentes.  

 
ARTÍCULO 34.- Trascurrido el plazo a que se refiere el segundo párrafo del artículo anterior, 

dentro de un plazo de treinta días naturales, el Consejo resolverá en definitiva sobre la procedencia 
de la solicitud de referéndum. 

 
ARTÍCULO 35.- La solicitud de referéndum será improcedente en los siguientes casos: 
 
I.- Si la disposición constitucional o legislativa objeto de la solicitud de referéndum, se refiere a 

temas de los contemplados en el artículo 26 de la presente Ley; 
 
II.- Si como resultado de la verificación de la autenticidad de los datos de los ciudadanos que 

presentan la solicitud, se obtiene que no se reúne el número de solicitantes que el artículo 27 de esta 
Ley establece para cada caso. Para la verificación de la autenticidad de los datos de los ciudadanos 
que presenten esa solicitud, el Consejo podrá acordar la aplicación de un procedimiento aleatorio y 
de muestreo científicamente sustentado, sin perjuicio de la información que sobre este particular 
pudiera obtener por otros medios; 

 
III.- Si el escrito de solicitud se presentó en forma extemporánea; 
 
IV.- Si la disposición constitucional o legislativa ha sido modificada sustancialmente por el 

Congreso o por el Constituyente Local, antes de que el Consejo resolviera sobre la solicitud de 
referéndum;  

 
V.- Si la exposición de las razones que motivan la solicitud, resulta frívola, inverosímil, subjetiva 

o no contiene una relación directa causa-efecto entre las razones expuestas y la disposición 
constitucional o legal correspondiente; 

 
VI.- Si el escrito de solicitud es insultante, atenta contra de las instituciones o es ilegible; y 
 
VII.- Si la solicitud respectiva no cumple con todos los requisitos y formalidades que se 

establecen en el presente ordenamiento. 
 
ARTÍCULO 36.- Si el Consejo resuelve la procedencia de la solicitud de referéndum, deberá 

emitir el acuerdo correspondiente. 
 
El acuerdo que declare la procedencia del referéndum será notificado al Congreso y deberá ser 

publicado en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Sonora, incluyendo la convocatoria que 
contendrá: 

 
I.- La fecha en la cual se realizará la jornada de consulta del referéndum. En todo caso, las 

jornadas de consulta de los procesos de referéndum solo se podrán realizar el primer domingo del 
mes de julio de cada tres años, de manera concurrente con la jornada electoral correspondiente, 
pudiendo realizarse más de un proceso de referéndum en la misma jornada de consulta. Para tal 
efecto, el Consejo deberá tomar las medidas pertinentes y oportunas para el desarrollo adecuado de 
los procesos de referéndum sin afectar los procesos electorales correspondientes; 

 
II.- Especificación precisa y detallada de la disposición constitucional o legislativa 

correspondiente, objeto del referéndum; 
 
III.- La pregunta o preguntas a consultar en el proceso de referéndum; 
 
IV.- El número de ciudadanos que tiene derecho a participar, así como el número mínimo de 

ciudadanos requerido en cada caso, para que el resultado del proceso de referéndum sea vinculatorio 
para la autoridad correspondiente, conforme a la presente Ley; y 
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V.- Las demás disposiciones regulatorias del proceso que se consideren pertinentes. 
 

CAPÍTULO III 
DISPOSICIONES COMUNES AL PROCEDIMIENTO DE  

PLEBISCITO Y REFERÉNDUM 
 

SECCIÓN I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
ARTÍCULO 37.- El Consejo es el órgano responsable de la organización y desarrollo de los 

procesos de plebiscito y de referéndum, así como la autoridad competente para calificar su 
procedencia, efectuar el cómputo de los resultados y validar los mismos, así como ordenar en el 
ámbito de su competencia, los actos necesarios para el cumplimiento de las disposiciones de la 
presente Ley. 

 
ARTÍCULO 38.- El Consejo podrá aprobar los acuerdos y los procedimientos específicos, así 

como los materiales y documentación que resulten necesarios para la organización y desarrollo del 
plebiscito y referéndum, observando en todo momento los principios rectores previstos en el artículo 3 
de la presente Ley. 

 
ARTÍCULO 39.- En ningún momento y bajo ninguna circunstancia los acuerdos, 

procedimientos específicos, materiales y documentación a que se refiere el presente artículo, podrán 
afectar negativamente el desarrollo de las distintas etapas de los procesos electorales. En caso 
contrario, los comisionados de los partidos políticos, alianzas o coaliciones podrán impugnar las 
resoluciones correspondientes del Consejo, de conformidad con los procedimientos previstos en el 
Código. 

 
En el caso de conflicto entre actos o disposiciones regulatorias de procesos de participación 

ciudadana y actos o disposiciones regulatorias en materia electoral, deberán prevalecer estos últimos. 
 
ARTÍCULO 40.- La etapa de preparación de los procesos de plebiscito y de referéndum, 

comprende: 
 
I.- La designación y capacitación de los integrantes de las mesas de participación ciudadana; 
 
II.- La determinación del número y ubicación de las mesas de participación ciudadana; 
 
III.- La preparación, distribución y entrega del material y documentación aprobada, que habrá 

de utilizarse; 
 
IV.- La publicación de las listas de integrantes y ubicación de las mesas de participación 

ciudadana y 
 
V.- Los actos relacionados con la difusión de la jornada de consulta ciudadana por parte del 

Consejo. 
 
ARTÍCULO 41.- El Consejo podrá ampliar o modificar los plazos y términos establecidos para 

el desarrollo de la etapa de preparación de los procesos de plebiscito y referéndum, cuando a su 
juicio exista imposibilidad material para realizar los actos previstos para su desarrollo, o cuando así 
resulte conveniente para un mejor cumplimiento de las diversas etapas de estos procesos. 

 
El acuerdo del Consejo que determine ampliaciones o modificaciones a los plazos y términos 

señalados en el párrafo anterior, se publicará en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Sonora, 
dentro de los cinco días siguientes a la fecha de su aprobación. 
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ARTÍCULO 42.- La realización de los procesos de plebiscito y referéndum, estará sustentada 

previamente en la difusión pública, oportuna, amplia y adecuada de la información necesaria sobre 
los temas respectivos y las actividades básicas a realizar durante cada proceso, a fin de que la 
participación ciudadana esté suficientemente informada, razonada y motivada, conforme a los 
principios establecidos en la presente Ley. 

 
Para tal efecto, el Consejo realizará la campaña de difusión correspondiente con el fin de que 

los ciudadanos conozcan los argumentos a favor y en contra de los actos, decisiones o disposiciones 
objeto del plebiscito o del referéndum correspondiente. 

 
ARTÍCULO 43.- Ninguna persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, 

podrá contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las preferencias de los 
ciudadanos con motivo del ejercicio de algún plebiscito o referéndum. Queda prohibida la transmisión 
en territorio estatal de este tipo de mensajes contratados en el extranjero. 

 

SECCIÓN II 
DE LAS MESAS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 
ARTÍCULO 44.- El Consejo, de conformidad con las necesidades particulares y específicas de 

cada proceso de plebiscito o referéndum, decidirá el número y ubicación de las mesas de 
participación ciudadana, debiendo instalar cuando menos una por cada cinco secciones electorales. 

 
ARTÍCULO 45.- Los ciudadanos sonorenses participarán en la realización de las consultas o 

procesos de participación ciudadana, en la forma y términos que señale la Constitución Local y esta 
Ley. 

 
ARTÍCULO 46.- La designación de los integrantes de las mesas de participación ciudadana, se 

sujetará a las normas siguientes: 
 
I.- Se tomará en cuenta en primer lugar para estos efectos, a las personas que fungieron como 

funcionarios de casillas en las últimas elecciones ordinarias locales, junto con sus respectivos 
suplentes; y 

 
II.- En el supuesto de no completarse el número de integrantes de las mesas de participación 

ciudadana, el Consejo podrá dictar los acuerdos correspondientes para completar el listado. 
 
ARTÍCULO 47.- En el desahogo de los procesos de plebiscito y de referéndum, no se 

considerarán las figuras jurídicas de los representantes de los partidos políticos, alianzas o 
coaliciones, en consecuencia, no pueden ejercer sus atribuciones como en los procesos electorales 
que establece el Código. 

 

SECCIÓN III 
DE LA DOCUMENTACIÓN Y MATERIAL DE CONSULTA 

 
ARTÍCULO 48.- Para la emisión del voto en el plebiscito y en el referéndum, se imprimirán las 

boletas de participación ciudadana correspondientes en blanco y negro y con base en el modelo que 
apruebe el Consejo, debiendo contener cuando menos los siguientes datos: 

 
I.- Entidad, distrito electoral y municipio, según el ámbito territorial en el cual se deberá aplicar 

el proceso de participación ciudadana correspondiente; 
 
II.- Sello y firmas impresas del Presidente y Secretario del Consejo; 
 
III.- Talón desprendible con número de folio; 
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IV.- La pregunta sobre si el ciudadano aprueba o rechaza el acto o decisión sometido a 

plebiscito, o, en su caso, la creación, reforma, adición, derogación o abrogación correspondiente 
sujeta a referéndum;  

 
V.- Cuadros o círculos para que el ciudadano manifieste su voto por el “SÍ” o por el “NO”; y 
 
VI.- Una descripción completa del acto o decisión sometido a plebiscito o, en su caso, de la 

disposición constitucional o legislativa sujeta a referéndum. 
 

SECCIÓN IV 
DE LA JORNADA DE CONSULTA 

 
ARTÍCULO 49.- La etapa de la jornada de consulta comprende los actos, tareas y actividades 

del Consejo y los ciudadanos para la emisión de su voto desde la instalación de la mesa de 
participación ciudadana a las 8:00 horas del día en que se deberán recibir las opiniones ciudadanas, 
y concluye hasta la clausura de las mismas. 

 
ARTÍCULO 50.- La jornada de consulta se cerrará a las 18:00 horas. Sólo permanecerá abierta 

después de las 18:00 horas, aquella mesa en la que aún se encuentren ciudadanos formados para 
emitir su voto. En este caso, se cerrará una vez que quienes estuviesen formados a las 18:00 horas 
hayan emitido su voto.  

  
ARTÍCULO 51.- En la jornada de consulta, los integrantes de las mesas de participación 

ciudadana elaborarán las actas siguientes: 
 
I.- Una de la jornada de consulta, misma que contendrá la instalación, recepción de votos, 

clausura y remisión del expediente del procedimiento y los incidentes que ocurrieron durante la 
misma; y 

 
II.- Una que contenga el cómputo de los votos recibidos durante la jornada de consulta. 
 

SECCIÓN V 
DE LOS CÓMPUTOS Y CALIFICACIÓN DE RESULTADOS 

 
ARTÍCULO 52.- La etapa de cómputos y calificación de resultados comprende: 
 
I.- La remisión de los expedientes de participación ciudadana al Consejo; y 
 
II.- El cómputo de los resultados que haga el Consejo, a partir de las actas de cómputo de 

resultados de las mesas de participación ciudadana y la calificación de los resultados. 
 
ARTÍCULO 53.- Los expedientes de participación ciudadana a que se refiere el artículo 

anterior, se deberán integrar por las mesas de participación ciudadana, con las actas que se deban 
elaborar durante la jornada de consulta, los escritos de incidentes que se hubieren presentado, los 
talonarios de las boletas utilizadas, las boletas sobrantes inutilizadas y las que fueron anuladas, así 
como la Lista Nominal utilizada. 

 

SECCIÓN VI 
DE LA DECLARACIÓN DE LOS EFECTOS 

 
ARTÍCULO 54.- La etapa de declaración de los efectos comprende desde la publicación de los 

resultados de los procesos de plebiscito y de referéndum, y concluye con su notificación a la 
autoridad que emitió el acto, decisión o disposición objeto de plebiscito o referéndum. 
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ARTÍCULO 55.- Los resultados y la declaración de los efectos correspondiente, se publicarán 
en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado y en al menos dos de los diarios de mayor circulación en 
la región en la cual se hubiere realizado la consulta. 

 
ARTÍCULO 56.- La opinión ciudadana expresada como resultado de los procesos de plebiscito 

y de referéndum, sólo podrá ser vinculatoria para las autoridades respectivas, en los siguientes casos: 
 
I.- En el caso de procesos de plebiscito para consulta sobre actos o decisiones del Poder 

Ejecutivo Estatal: 
 
a) Por la decisión adoptada por la votación de la mayoría de los ciudadanos, siempre y cuando 

el número de ciudadanos que participaron y emitieron su voto en el respectivo proceso de plebiscito 
que se desahogue durante la jornada de consulta correspondiente, es equivalente o superior al treinta 
y cinco por ciento del número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado; 

 
b) Si el número de ciudadanos que participan y emiten su voto en el respectivo proceso de 

plebiscito que se desahogue durante la jornada de consulta correspondiente, es inferior al treinta y 
cinco por ciento del número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado, se adoptará el 
sentido expresado por el voto de la mayoría de los ciudadanos que votaron, siempre y cuando el 
número de votos obtenido dicha mayoría represente al menos el veinte por ciento del número de 
ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado; 

 
II.- En el caso de procesos de plebiscito para consulta sobre actos o decisiones de un 

Ayuntamiento: 
 
a) Por la decisión adoptada por la votación de la mayoría de los ciudadanos, siempre y cuando 

el número de ciudadanos que participen y emiten su voto en el respectivo proceso de plebiscito que 
se desahogue durante la jornada de consulta correspondiente, es equivalente o superior al cuarenta 
por ciento del número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del municipio en que se realice ese 
proceso de plebiscito; 

 
b) Si el número de ciudadanos que participan y emiten su voto en el respectivo proceso de 

plebiscito que se desahogue durante la jornada de consulta correspondiente, es inferior al cuarenta 
por ciento del número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del citado municipio, se adoptará el 
sentido expresado por el voto de la mayoría de los ciudadanos que votaron, siempre y cuando el 
número de votos obtenido dicha mayoría represente al menos el veinticinco por ciento del número de 
ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del municipio en que se realice ese proceso de plebiscito; 

 
III.- En el caso de procesos de referéndum legal: 
 
a) Por la decisión adoptada por la votación de la mayoría de los ciudadanos, siempre y cuando 

el número de ciudadanos que participen y emiten su voto en el respectivo proceso de referéndum 
legal que se desahogue durante la jornada de consulta correspondiente, es equivalente o superior al 
treinta y cinco por ciento del número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado;  

 
b) Si el número de ciudadanos que participan y emiten su voto en el respectivo proceso de 

referéndum legal que se desahogue durante la jornada de consulta correspondiente, es inferior al 
treinta y cinco por ciento del número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado, se 
adoptará el sentido expresado por el voto de la mayoría de los ciudadanos que votaron, siempre y 
cuando el número de votos obtenido dicha mayoría represente al menos el veinte por ciento del 
número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado; 

 
IV.- En el caso de procesos de referéndum constitucional: 
 
a) Por la decisión adoptada por la votación de la mayoría de los ciudadanos, siempre y cuando 

el número de ciudadanos que participen y emiten su voto en el respectivo proceso de referéndum 
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constitucional que se desahogue durante la jornada de consulta correspondiente, es equivalente o 
superior al cuarenta por ciento del número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado, y 
siempre que la decisión mayoritaria se hubiere expresado de esa manera en la mayoría de los 
municipios del Estado; y 

 
b) Si el número de ciudadanos que participan y emiten su voto en el respectivo proceso de 

referéndum constitucional que se desahogue durante la jornada de consulta correspondiente, es 
inferior al cuarenta por ciento del número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado, se 
adoptará el sentido expresado por el voto de la mayoría de los ciudadanos que votaron, siempre y 
cuando el número de votos obtenido dicha mayoría represente al menos el veinticinco por ciento del 
número de ciudadanos inscritos en la Lista Nominal del Estado, y siempre que la decisión mayoritaria 
se hubiere expresado de esa manera en la mayoría de los municipios del Estado. 

 
Cuando el resultado de los procesos de plebiscito o de referéndum no alcance los porcentajes 

de votación o de participación ciudadana señalados en este artículo como requisito para ser 
vinculatorios, sus efectos serán meramente indicativos. 

 
ARTÍCULO 57.- Si el resultado del plebiscito es vinculatorio y en el sentido de rechazar el acto 

o decisión materia del mismo, el Gobernador o, en su caso, el Ayuntamiento, emitirá el decreto o 
acuerdo revocatorio, según corresponda, en un término que no deberá exceder de veinte días 
naturales contados a partir del día siguiente de la publicación de los resultados del proceso del 
plebiscito correspondiente en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Sonora.  

 
Dentro de los dos años contados a partir de la publicación del acuerdo o decreto que se emita 

para cumplir con el sentido del plebiscito vinculatorio, el Poder Ejecutivo Estatal o, en su caso, el 
Ayuntamiento, no podrá expedir un nuevo acto o decisión que contravenga el sentido de la opinión 
expresada en el proceso de plebiscito correspondiente, salvo por mandato judicial o cuando la 
Constitución Federal o la Constitución Local le impongan una obligación para emitirlo en dicho 
sentido. 

 
ARTÍCULO 58.- Si el resultado del referéndum legal o constitucional es vinculatorio, el 

Congreso deberá emitir las adecuaciones normativas pertinentes para atender el sentido de dicho 
resultado, en un término que no deberá exceder de veinte días naturales, si se encuentra en período 
de sesiones ordinarias a la fecha de publicación del resultado en el Boletín Oficial del Gobierno del 
Estado, o en la segunda sesión del período de sesiones ordinarias, si a la fecha de publicación del 
resultado en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado, se encuentra en período de sesiones 
extraordinarias.  

 
Dentro de los dos años contados a partir de la publicación de las adecuaciones normativas 

pertinentes que se realicen para cumplir con el sentido del referéndum vinculatorio, el Congreso no 
podrá emitir disposiciones normativas que contravengan el sentido de la opinión expresada en el 
proceso de referéndum correspondiente, salvo por mandato judicial o cuando la Constitución Federal 
imponga la obligación de hacer adecuaciones al marco legislativo local en ese sentido. 

 
En el caso de cumplimiento al sentido expresado en un proceso de referéndum constitucional 

vinculatorio, el Congreso también deberá comunicar a los Ayuntamientos del Estado, las 
adecuaciones normativas que para tal efecto se emitieron, de conformidad con la normatividad 
aplicable. 

 

CAPÍTULO IV 
DE LA INICIATIVA POPULAR 

 
SECCIÓN I 

DISPOSICIONES GENERALES 
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ARTÍCULO 59.- La iniciativa popular es un instrumento de democracia directa mediante el cual 
los ciudadanos sonorenses presentan proyectos de creación, modificación, reforma, derogación o 
abrogación de leyes o decretos, respecto de materias de la competencia del Congreso, a fin de que 
sea éste quien las estudie, analice, modifique y, en su caso, las apruebe. 

 
ARTÍCULO 60.- El ejercicio de la iniciativa popular no presupone que el Congreso deba 

aprobar las iniciativas así presentadas, sino únicamente que las mismas deben ser valoradas 
mediante el procedimiento legislativo establecido en la Ley Orgánica del Poder Legislativo, para el 
trámite de las iniciativas presentadas por quienes están facultados para hacerlo, en términos de la 
Constitución Local. 

 
La presentación de una iniciativa popular no genera derecho a persona alguna, únicamente 

supone el inicio del procedimiento legislativo que debe agotarse en virtud del interés público. 
 

SECCIÓN II 
DE LOS REQUISITOS 

 
ARTÍCULO 61.- Los ciudadanos que presenten una iniciativa popular ante el Congreso, 

deberán nombrar a tres representantes, quienes señalarán un domicilio en la capital del Estado para 
recibir notificaciones y autorizarán a quienes puedan recibirlas en su nombre. 

 
ARTÍCULO 62.- Toda iniciativa popular deberá contener: 
 
I.- Los nombres y firmas de los tres representantes a que se refiere el artículo 61 de la presente 

Ley; 
 
II.- La manifestación expresa de conducirse bajo protesta de decir verdad; 
 
III.- El señalamiento de un domicilio ubicado en la capital del Estado, para recibir notificaciones 

y los nombres de quienes estén autorizados para recibirlas; 
 
IV.- Una exposición de motivos clara y detallada de las razones por las cuales se considera que 

debe ser aprobada la iniciativa; 
 
V.- Un proyecto en el que se especifique claramente el texto sugerido para la creación, 

modificación, reforma, derogación o abrogación de leyes o decretos de que se trate; 
 
VI.- Los siguientes datos en orden de columnas: 
 
a) Nombre completo de los ciudadanos solicitantes, los cuales deberán ser en número 

suficiente para representar el uno por ciento de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral del 
Estado; 

 
b) Número de folio de la credencial para votar de los ciudadanos solicitantes; 
 
c) Clave de elector y sección electoral a la que pertenecen los ciudadanos solicitantes; y 
 
d) Firma de cada ciudadano elector solicitante, que concuerde con la que aparece en la 

credencial para votar. 
 
ARTÍCULO 63.- El Congreso sólo estará obligado a dictaminar y a pronunciarse de 

conformidad con la normatividad aplicable, sobre aquellas iniciativas populares que cumplan 
cabalmente con los requisitos que establece el artículo anterior. 
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ARTÍCULO 64.- Las iniciativas populares deben presentarse sobre una misma materia, 
señalando la Ley a que se refieren, sin contravenir otras disposiciones legales, ya sea federales o 
estatales, de lo contrario se deberán desechar de plano. 

 

SECCIÓN III 
DEL TRÁMITE Y RESOLUCIÓN 

 
ARTÍCULO 65.- Para su estudio, análisis, dictaminación y resolución, las iniciativas populares 

se sujetarán al trámite previsto en la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora. 
 
En todo caso, una vez recibida la iniciativa popular se le turnará a la comisión dictaminadora 

que corresponda de acuerdo con la materia de que se trate, la cual verificará que la iniciativa cumpla 
con los requisitos que establece la presente Ley. 

 
ARTÍCULO 66.- En la discusión de una iniciativa popular dentro de las comisiones 

dictaminadoras del Congreso, podrán participar con voz los tres representantes de los ciudadanos 
que presenten la iniciativa a que se refiere el artículo 61 de esta Ley. 

 
El Congreso deberá garantizar que los representantes de los ciudadanos sean debida y 

oportunamente citados a las reuniones de las Comisiones Dictaminadoras en las cuales se tratarán 
asuntos relacionados con las iniciativas populares correspondientes. 

 
ARTÍCULO 67.- El Congreso deberá resolver la iniciativa popular presentada en los términos 

del presente capítulo, conforme a las formalidades y plazos que se establecen en su Ley Orgánica. 
 
ARTÍCULO 68.- Toda iniciativa popular que sea desechada por el Congreso, no podrá volver a 

presentarse con ese carácter en la misma legislatura. 
 

CAPÍTULO V 
DE LA CONSULTA VECINAL 

 
ARTÍCULO 69.- La consulta vecinal es un instrumento de participación ciudadana mediante el 

cual los ciudadanos sonorenses de un municipio podrán emitir su opinión respecto a propuestas de 
solución a problemas colectivos del lugar donde residen, sin que dicha opinión resulte vinculatoria 
para la autoridad competente, por lo que solo constituirá un elemento de juicio para el ejercicio de las 
funciones de gobierno correspondientes. 

 
ARTÍCULO 70.- La consulta vecinal podrá ser dirigida a: 
 
I.- La totalidad de los ciudadanos que habiten en un municipio; 
 
II.- Los vecinos de una o varias colonias o barrios dentro de un municipio; y 
 
III.- Los sectores industrial, comercial, de prestación de servicios o de bienestar social y demás 

grupos sociales organizados, dentro de un municipio. 
 
ARTÍCULO 71.- La consulta vecinal podrá realizarse por cualquiera de los siguientes 

mecanismos, señalados de manera enunciativa y no limitativa: 
 
I.- Consulta directa a los ciudadanos; 
 
II.- Encuestas dirigidas a quienes corresponda, según la materia sujeta a consulta; 
 
III.- Sondeos de opinión y entrevistas; 
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IV.- Foros, seminarios y reuniones públicas; y 
 
V.- Los medios o instrumentos que resulten eficaces y propicien la participación social a fin de 

recopilar la opinión y las propuestas de los ciudadanos. 
 
ARTÍCULO 72.- La consulta vecinal podrá ser solicitada por: 
 
I.- El Presidente Municipal respectivo; 
 
II.- La mayoría de los integrantes del mismo Ayuntamiento, mediante el Acuerdo de Cabildo 

respectivo; 
 
III.- Un número de ciudadanos igual o superior al uno por ciento del total de ciudadanos 

inscritos en la Lista Nominal del lugar donde se ubique el problema colectivo objeto de consulta, 
mediante solicitud escrita dirigida al Ayuntamiento correspondiente, siempre y cuando se trate de 
consultas vecinales a realizarse bajo la modalidad de consulta directa prevista en la fracción I del 
artículo anterior; o 

 
IV.- Trescientos o más, ciudadanos habitantes del lugar donde se ubique el problema colectivo 

objeto de consulta, mediante solicitud escrita dirigida al Ayuntamiento correspondiente, siempre y 
cuando se trate de consultas vecinales a realizarse bajo las modalidades previstas en las fracciones II 
a V, señaladas en el artículo anterior, 

 
ARTÍCULO 73.- En todo caso, el proceso de consulta vecinal deberá ser realizado en los 

términos establecidos en la presente Ley, por el Ayuntamiento en cuyo municipio deba realizarse la 
consulta. 

 
La convocatoria correspondiente deberá ser publicada y difundida por la misma autoridad, con 

por lo menos siete días naturales de anticipación a la fecha de su realización y deberá publicarse en 
los medios de comunicación de mayor difusión dentro del municipio en la cual pretenda realizarse. 

 
ARTÍCULO 74.- La convocatoria a consulta vecinal deberá señalar: 
 
I.- La fecha y lugar de su realización; 
 
II.- El mecanismo a utilizarse para la realización de la consulta vecinal y el procedimiento y 

metodología a seguirse; 
 
III.- La o las propuestas sujetas a consulta vecinal; y 
 
IV.- Los ciudadanos, vecinos o sectores a los que estará dirigida la consulta. 
 
ARTÍCULO 75.- Los resultados de la consulta vecinal se deberán difundir en los mismos 

términos en los cuales fue difundida la convocatoria correspondiente, en un plazo no mayor de quince 
días naturales contados a partir de su realización. 

 
ARTÍCULO 76.- Durante el proceso electoral no se podrán realizar consultas vecinales. 
 

CAPÍTULO VI 
DE LA CONSULTA POPULAR 

 
ARTÍCULO 77.- La consulta popular es un instrumento de participación ciudadana mediante el 

cual los ciudadanos sonorenses podrán expresar su opinión o propuestas sobre algún tema de 
interés público relacionado con el ejercicio de las atribuciones del Poder Ejecutivo y del Poder 
Legislativo del Estado, sin que dicha opinión resulte vinculatoria para tales autoridades, por lo que 
solo constituirá un elemento de juicio para el ejercicio de las funciones de gobierno correspondientes. 
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ARTÍCULO 78.- La consulta popular podrá realizarse por cualquiera de los mecanismos 

previstos en el artículo 71 de esta Ley. 
 
ARTÍCULO 79.- La consulta popular podrá ser convocada por: 
 
I.- El Gobernador; 
 
II.- Los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública estatal; 
 
III.- Acuerdo de la mayoría de los integrantes del Congreso; y 
 
IV.- Diez mil o más ciudadanos habitantes del lugar donde se ubique el problema colectivo 

objeto de consulta, mediante solicitud escrita dirigida al Poder Ejecutivo del Estado o al Congreso, 
según el tema a consultar. 

 
En el caso de las solicitudes señaladas en las fracciones I, II y III de este artículo, las consultas 

sólo se podrán realizar exclusivamente sobre asuntos de la competencia de la autoridad que lo 
solicita.  

 
ARTÍCULO 80.- En todo caso, el proceso de consulta popular deberá ser realizado en los 

términos establecidos en la presente Ley, por la autoridad estatal señalada en el artículo anterior, en 
cuyo ámbito competencial recaiga el tema objeto de consulta.  

 
La convocatoria correspondiente deberá ser publicada y difundida por la misma autoridad, con 

por lo menos siete días naturales de anticipación a la fecha de su realización y deberá publicarse en 
los medios de comunicación de mayor difusión dentro de la región en la cual pretenda realizarse. 

 
ARTÍCULO 81.- La convocatoria a consulta popular deberá señalar: 
 
I.- La fecha y lugar de su realización; 
 
II.- El mecanismo a utilizarse para la realización de la consulta popular y el procedimiento y 

metodología a seguirse; 
 
III.- El tema o los temas sujetos a consulta popular; y 
 
IV.- Los ciudadanos, sectores o regiones del Estado a los que estará dirigida la consulta. 
 
ARTÍCULO 82.- En el caso de la aplicación de encuestas, entrevistas y sondeos de opinión, la 

autoridad interesada establecerá en la misma convocatoria, los datos siguientes: 
 
I.- El período de su aplicación, el cual no podrá ser mayor a quince días hábiles; y 
 
II.- El tipo de encuesta o sondeo que se aplicará, el tamaño del universo y de la muestra, la 

cobertura territorial específica, el método y la técnica de muestreo y el tipo de formulario que se 
aplicará. 

 
ARTÍCULO 83.- En todo caso, la consulta popular solo podrá ser convocada si el tema sobre el 

cual se consultará, no fue objeto de otra consulta con algún otro instrumento de participación 
ciudadana de los previstos en la presente Ley, durante los últimos doce meses inmediatos anteriores. 

 
ARTÍCULO 84.- Los resultados de la consulta popular se deberán difundir en los mismos 

términos en los cuales fue difundida la convocatoria correspondiente, en un plazo no mayor de treinta 
días naturales contados a partir de su realización. 
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ARTÍCULO 85.- Durante el proceso electoral no se podrán realizar consultas populares. 
 

CAPÍTULO VII 
DEL PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 

 
ARTÍCULO 86.- El presupuesto participativo es un instrumento de participación ciudadana que 

tiene como propósito someter a decisión de la población las prioridades en el ejercicio de los recursos 
públicos, dónde y cuándo realizar las inversiones y cuáles son los planes y acciones que debe llevar 
a cabo el Gobierno Estatal y Municipal a través de un proceso de debates y consultas.  

  
ARTÍCULO 87.- El presupuesto participativo tendrá por objeto:  
  
I.- Propiciar una distribución democrática de los recursos públicos de que disponen los 

gobiernos estatal y municipales, mediante un mecanismo público, objetivo, transparente y auditable, 
que posibilita intervenir en la solución de los problemas prioritarios de las comunidades sonorenses;  

  
II.- Efectuar obras prioritarias para la recuperación del espacio público; el mejoramiento y 

rehabilitación de calles; la rehabilitación o creación de áreas verdes; el mejoramiento o construcción 
de infraestructura cultural, deportiva y recreativa; así como acciones de desarrollo sustentable, 
fortalecimiento de la seguridad pública y la cultura;  

  
III.- Generar un proceso de democracia directa, voluntaria y universal, que contribuya a 

fortalecer espacios comunitarios de reflexión, análisis, revisión y solución a los problemas prioritarios, 
construyendo una ciudadanía consciente y participativa; y  

 
IV.- Establecer un vínculo corresponsable entre el gobierno y los gobernados que permita 

generar procesos ciudadanos de análisis, programación, vigilancia y control de los recursos públicos.  
   
ARTÍCULO 88.- El presupuesto participativo deberá desarrollarse tomando en consideración 

los siguientes criterios:  
  
I.- Promoción de la participación ciudadana en el diseño y elaboración de los planes, 

programas y proyectos que integran los planes de desarrollo estatal y municipales a través de un 
proceso de consulta plural e incluyente, conforme a lo establecido en la Ley de Planeación del Estado 
de Sonora;  

  
II.- El Gobierno Estatal y Municipal, en los ámbitos de sus respectivas competencias, emitirán 

las convocatorias correspondientes para iniciar los procesos de presupuesto participativo. 
  
En los procesos de presupuestos participativos, se deberá promover la participación de 

universidades, colegios de profesionistas, centros de investigación, cámaras empresariales, 
comunidades, organizaciones civiles y sociales;  

  
III.- Los interesados en participar se deberán inscribirán en los foros de consulta 

correspondientes, en los cuales se presentarán las propuestas de acuerdo a un índice temático que 
deberá estar correlacionado con los objetivos estratégicos del Plan de Desarrollo o del Plan Municipal 
de Desarrollo, según corresponda;  

  
IV.- Al finalizar el proceso se evaluarán las propuestas recibidas, por una comisión 

interinstitucional, en los ámbitos de competencia correspondientes, integrada por el sector público y 
de la sociedad civil;  

  
V.- De dicha evaluación se desprenderá un documento de presupuesto participativo que será 

turnado al Titular del Poder Ejecutivo o a los Ayuntamientos correspondientes, según sea el caso, 
para su inclusión en los proyectos de presupuestos de egresos respectivos; y  

  



32 
 

VI.- El presupuesto participativo tendrá carácter vinculatorio.  
 

CAPÍTULO VIII 
DE LAS AGENCIAS DE DESARROLLO LOCAL 

 
ARTÍCULO 89.- Las Agencias de Desarrollo Local serán entidades dependientes de los 

Ayuntamientos, con carácter mixto entre gobierno y ciudadanía, dedicadas a las tareas de 
intermediación, promoción y apoyo al desarrollo económico de los municipios, dotadas de 
atribuciones e instrumentos para la prestación de servicios de desarrollo local en su territorio de 
actuación y cuyo objetivo es promover el desarrollo económico municipal, potenciando los recursos 
locales, fomentando la inserción laboral y las iniciativas empresariales. 

 
Dichas entidades se crearán mediante convenios que se celebren entre los gobiernos 

municipales y representantes del sector privado que influyan en el desarrollo de un municipio, con el 
propósito de utilizar los recursos naturales, humanos e institucionales, públicos y privados, de un 
territorio determinado a fin de maximizar su potencial.  

  
Atendiendo a lo anterior, las agencias de desarrollo no adoptarán estructuras orgánicas o 

funcionales específicas, sino que las estructuras y atribuciones necesarias para el cumplimiento de 
sus fines, se determinarán en el convenio de creación.   

  
ARTÍCULO 90.- Las agencias de desarrollo tendrán las funciones que, siendo lícitas, sean 

idóneas para el cumplimiento de sus fines y acordes al ámbito competencial de los municipios, 
pudiendo ser establecidas mediante el convenio de su creación, el cual deberá contemplar funciones 
flexibles y fácilmente modificables, a fin de que las agencias respondan de manera más eficiente a las 
necesidades del municipio o región en la que actúan.  

   
ARTÍCULO 91.- Los Ayuntamientos del Estado deberán apoyar y fomentar la instalación y 

operación de las agencias de desarrollo local para los efectos que establece el artículo 89 de la 
presente Ley. 

 

CAPÍTULO IX 
DE LOS COMITÉS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 
ARTÍCULO 92.- Los comités son órganos de representación vecinal que tienen como función 

principal vincular a los habitantes del entorno en que hayan sido designados, con las autoridades 
públicas del gobierno municipal, para el logro de beneficios comunitarios en temas relativos a la 
planeación, ejecución, seguimiento y evaluación de obras y servicios públicos, seguridad pública, 
protección civil, transporte público, medio ambiente y aquellos que los comités consideren 
trascendentes para su comunidad. 

 
ARTÍCULO 93.- Podrá conformarse un comité en cada fraccionamiento, colonia o comunidad 

del Municipio. 
 
Para ser miembro de un comité se requiere cumplir con los siguientes requisitos: 
 
I.- Ser vecino del Municipio en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles; acreditar 

vecindad efectiva en el fraccionamiento, colonia o comunidad correspondiente, de cuando menos seis 
meses antes de la conformación del comité; 

 
II.- No desempeñar empleo o cargo en la Administración Pública Municipal; 
 
III.- No desempeñar cargo directivo en algún partido político ni cargo de elección popular; y 
 
IV.- No haber sido condenado por delito doloso. 
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ARTÍCULO 94.- Los comités se renovarán cada tres años o antes de resultar necesario, 

pudiendo reelegirse hasta por un período igual. Los cargos que se desempeñen en los comités serán 
honoríficos y no se recibirá ni exigirá retribución económica alguna. 

 
Son causas de renovación anticipada: 
 
I.- La innoperabilidad de los comités; 
 
II.- El surgimiento de conflictos irreconciliables entre sus miembros; 
 
III.- Las prácticas  deshonestas probadas de alguno o algunos de sus  miembros; y 
 
IV.- Las demás que señales el presente ordenamiento. 
 
ARTÍCULO 95.- En fraccionamientos, colonias o comunidades, que por su tamaño o densidad 

poblacional, cuando sea insuficiente la existencia de un comité para satisfacer las necesidades 
vecinales o la representación de la comunidad podrá conformarse un comité por cada 6,000 mil 
ciudadanos, previa delimitación que se haga de las demarcaciones en que operarán dichos comités; 
procurando conservar en esa división la identidad cultural de los habitantes, factores históricos, el 
trazo de las vialidades y de la infraestructura urbana con la finalidad de facilitar la identificación de la 
subdivisión por parte de los ciudadanos. 

 
Dicha subdivisión será difundida a la comunidad por medio de una campaña de información 

realizada, y en su caso supervisada, por el ayuntamiento que corresponda. 
 
Por otra parte, también podrán fusionarse dos o más colonias, fraccionamientos o comunidades 

para contar con un solo comité. 
 
En cualquiera de los casos anteriormente señalados se deberá dar prioridad a la 

homogeneidad poblacional y a la identidad cultural. 
 
ARTÍCULO 96.- Cada comité se integrará por tres ciudadanos que fungirán como vocales y sus 

respectivos suplentes. 
 
ARTÍCULO 97.- La elección de los integrantes de los comités se llevará a cabo en una 

asamblea pública del fraccionamiento, colonia o comunidad, por medio del voto universal, libre, 
secreto y directo de los ciudadanos que cuenten con credencial de elector y acrediten vecindad 
efectiva en el fraccionamiento, colonia o comunidad correspondiente de cuando menos seis meses 
antes de la conformación del comité. 

 
La elección se llevará a cabo con planillas integradas por tres candidatos cada una y sus 

respectivos suplentes. En la integración de las planillas se deberá garantizar la participación de 
hombres y mujeres de manera equitativa. 

 
ARTÍCULO 98.- La convocatoria para la asamblea pública de integración del comité será 

expedida por el ayuntamiento que corresponda, a través  de la dependencia que estime pertinente, a 
solicitud expresa y por escrito de los vecinos del fraccionamiento, colonia o comunidad presentada al 
menos quince días anteriores a la fecha en que se verificará dicha asamblea y deberá ser anunciada 
y difundida por los mismos vecinos a través de los medios que se consideren más efectivos. 

 
ARTÍCULO 99.- Quien encabece la planilla ganadora será el coordinador del comité. 
 
ARTÍCULO 100.- Las planillas en ningún caso se podrán identificar a través de colores o 

nombres. Su identificación será solamente por número y éste corresponderá al orden en que sean 
inscritas. 
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ARTÍCULO 101.- Los partidos políticos y las asociaciones religiosas no podrán participar en el 

proceso de elección e integración de los comités. 
 
ARTÍCULO 102.- El ayuntamiento que corresponda llevará un registro actualizado de los 

comités de participación ciudadana con que se cuente en su municipio, para lo cual el comité 
proporcionará al ayuntamiento respectivo, el acta de la asamblea pública. 

 
ARTÍCULO 103.- Las controversias que se generen con motivo de la integración de los 

comités, serán resueltas en primera instancia por medio de la dependencia que el ayuntamiento 
estime pertinente. 

 
ARTÍCULO 104.- Cuando se declare nula la elección de algún comité, deberá realizarse, previa 

convocatoria, una elección extraordinaria; la cual se llevará a cabo en fecha posterior que determinará 
el ayuntamiento, de común acuerdo con los vecinos. 

 
ARTÍCULO 105.- Procederá la nulidad de la elección de un comité: 
 
I.- Cuando quienes resulten electos no reúnan los requisitos establecidos; y 
 
II.- Cuando no se observen las previsiones de la presente Ley. 
 
ARTÍCULO 106.- El ayuntamiento respectivo, para el óptimo desempeño de sus funciones, 

prestará apoyo y asesoría a los comités. 
 
ARTÍCULO 107.- El comité tendrá las siguientes funciones: 
 
I.- Respetar los intereses de los vecinos que los eligieron; 
 
II.- Conocer, integrar, analizar y gestionar las demandas y las propuestas que les presenten los 

ciudadanos a quienes representan y proponer al Ayuntamiento alternativas de solución a las mismas, 
priorizando los requerimientos; 

 
III.- Conocer y dar a conocer a los habitantes de su área de actuación, las acciones y 

programas de gobierno que sean de interés general para la comunidad; 
 
IV.- Dar seguimiento ante la dependencia o entidad pública que corresponda a las propuestas y 

demandas que formulen los vecinos que representan; 
 
V.- Convocar a la comunidad para coadyuvar en la instrumentación de acciones y programas 

de gobierno, en su seguimiento y cumplimiento, así como en el desarrollo y ejecución de obras, 
servicios o actividades de interés para los vecinos que representan; 

 
VI.- Participar en la elaboración de diagnósticos de la demarcación territorial que representan, 

para enviarlos ante la dependencia o entidad pública que corresponda y sean tomados en cuenta; 
 
VII.- Desarrollar acciones de información, capacitación y educación cívica que se consideren 

convenientes a fin de fortalecerse como instancia de representación vecinal y promover la 
participación ciudadana en el ámbito de su demarcación territorial; 

 
VIII.- Ser un vínculo permanente entre los habitantes y los órganos o autoridades públicas; 
 
IX.- Promover la organización democrática e incluyente de las comisiones de trabajo que se 

conformen; y 
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X.- Poner a consideración de los ciudadanos que representan, propuestas de programas y 
proyectos de carácter estratégico a impulsar con la participación ciudadana de los habitantes del 
Municipio. 

 
ARTÍCULO 108.- Los comités funcionarán colegiadamente, ya sea en pleno o mediante 

comisiones. Las comisiones serán de trabajo, y por lo tanto, jerárquicamente iguales. 
 
ARTÍCULO 109.- Los coordinadores de los comités tendrán como funciones principales las de 

coordinar los trabajos del comité, convocar a las reuniones del pleno, por sí o a solicitud de la mayoría 
de los integrantes del comité y promover la coordinación del comité con otros comités de participación 
ciudadana. 

 
ARTÍCULO 110.- Los comités deberán realizar en su fraccionamiento, colonia o comunidad, 

asambleas por lo menos dos veces al año y deberán difundir en su entorno los resultados de dichas 
asambleas. 

 
Los acuerdos y resultados de las asambleas vecinales serán vinculatorios para el comité 

correspondiente. 
 
ARTÍCULO 111.- Son derechos de los integrantes del comité los siguientes: 
 
I.- Participar en los trabajos y deliberaciones del comité; 
 
II.- Presentar propuestas relativas al ejercicio de las funciones del comité; y 
 
III.- Los demás que éste ordenamiento señale. 
 
ARTÍCULO 112.- Son obligaciones de los integrantes del comité: 
 
I.- Consultar a los habitantes a los que representan; 
 
II.- Respetar los intereses de los vecinos de su entorno; 
 
III.- Promover la participación ciudadana; 
 
IV.- Cumplir las disposiciones y acuerdos del comité; 
 
V.- Informar de su actuación a los vecinos que representan; y 
 
VI.- Las demás que este ordenamiento señale. 
 
ARTÍCULO 113.- Las responsabilidades en que incurran los miembros del comité en el 

desempeño de sus funciones se regirán por lo establecido en la presente ley y por las demás 
disposiciones aplicables. 

 
ARTÍCULO 114.- Son causas de separación o de remoción de cualquiera de los miembros del 

comité, las siguientes: 
 
I.- Faltar sin causa justificada a más de tres sesiones consecutivas del comité; 
 
II.- Obtener o pretender obtener lucro por las gestiones que realicen en el ejercicio de sus 

funciones; 
 
III.- Incumplir con las funciones que les correspondan; 
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IV.- Dejar de cumplir con cualquiera de los requisitos que para ser miembro del comité 
establece este ordenamiento; y 

 
V.- Realizar proselitismo político a favor de algún partido político al interior del comité o en el 

desempeño de sus funciones. 
 
ARTÍCULO 115.- La separación o remoción será acordada por el comité, a petición de los 

ciudadanos que habiten en la zona o región representada por el comité, previa investigación del caso 
y audiencia del integrante que se trate, por parte de la comisión establecida para el caso dentro del 
mismo comité. 

 
ARTÍCULO 116.- En caso de separación, remoción o renuncia de cualquiera de los miembros 

del comité se designará al suplente correspondiente. 
 
El comité podrá invitar a algún vecino de la comunidad para que asuma una función que se 

encuentre vacante en el mismo, debiendo ser nombrado por votación de dos terceras partes de los 
miembros de dicho comité; por falta definitiva de los mismos deberá convocarse a asamblea pública 
para que decidan los vecinos sobre la integración de dicho comité. 

 

Capítulo X 
Del Legislador Joven  

 
ARTÍCULO 116 BIS.- La figura de legislador joven es un instrumento de participación 

ciudadana cuyo objetivo es la creación de un vínculo entre los jóvenes sonorenses y el Poder 
Legislativo, mediante el cual se crea un espacio para su expresión y participación en la vida política 
estatal, se les fomenta el conocimiento de la actividad y el proceso legislativo y se desarrolla en ellos 
una formación de cultura política. 
 

ARTÍCULO 116 BIS 1.- La figura de Legislador Joven deberá realizarse a través de la 
Comisión de Deporte y Juventud del Congreso del Estado de Sonora, bajo las siguientes 
consideraciones: 
 

I.- Se llevará a cabo el mes de noviembre de cada año y el evento tendrá una duración de 
dos días en los cuales los diputados jóvenes electos deberán conformar Grupos Parlamentarios, 
elegir Mesa Directiva, proponer iniciativas y llevar a cabo una sesión en el Congreso del Estado. 
 

II.- Para los efectos de la fracción anterior, los diputados jóvenes se sujetarán lo más posible 
a los procedimientos y exigencias contenidas en la Ley Orgánica del Poder Legislativo, a fin de que 
conozcan y simulen fielmente el quehacer parlamentario. 
 

III.- Para la elección de los diputados jóvenes que realice la Comisión de Deporte y Juventud 
del Congreso del Estado de Sonora se tomará en cuenta la equidad de género. 
 

ARTÍCULO  116 BIS 2.- Son atribuciones del Congreso: 
 

I.- Aprobar y ordenar la difusión de la convocatoria por medios impresos, páginas de internet 
y redes sociales; y 
 

II.- Designar una comisión para dar seguimiento a las iniciativas presentadas por los 
diputados jóvenes. 
 

ARTÍCULO 116 BIS 3.- De los requisitos para ser elegido diputado joven: 
 

I.- Estar debidamente inscrito en institución académica cursando secundaria, preparatoria, 
universidad o posgrado; 
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II.- Tener un promedio mayor a ochenta en escala del uno al cien o su equivalente según el 
sistema empleado por la institución académica; 
 

III.- Elaborar y presentar ante la Comisión de Deporte y Juventud  iniciativa de ley en la cual 
destaquen un tema de su interés; 
 

IV.- Tener entre 12 y 29 años de edad el día de la inscripción; y 
 

V.- Presentar la documentación que sea requerida en la convocatoria.  
 

ARTÍCULO 116 BIS 4.- Los casos no previstos serán resueltos oportunamente por la 
Comisión de Deporte y Juventud del Congreso del Estado. 

 
 

TÍTULO TERCERO 
DE LAS PROHIBICIONES Y SANCIONES 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

DE LAS PROHIBICIONES Y SANCIONES 
 
ARTÍCULO 117.- Durante los cinco días anteriores a la jornada de consulta de los procesos de 

plebiscito, referéndum, consulta vecinal y consulta popular, y hasta el cierre oficial de las jornadas de 
consulta, queda prohibida la publicación o difusión, total o parcial, de encuestas, sondeos de opinión 
o simulacros de votación, así como de las operaciones de simulación del voto, que tengan por objeto 
dar a conocer las preferencias de los ciudadanos. 

 
ARTÍCULO 118.- Los partidos políticos no podrán participar en los procedimientos de 

participación ciudadana ni financiar su difusión, promoción o cualquier actividad de los ciudadanos 
solicitantes, en su caso. 

 
ARTÍCULO 119.- El Consejo sancionará a los partidos políticos por la violación a lo dispuesto 

en el artículo anterior con multa de quinientos a cinco mil Unidades de Medida y Actualización. 
 

ARTÍCULO 120.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, se sancionará a quienes 
contraten propaganda en radio y televisión para influir en las preferencias en los procedimientos de 
participación ciudadana que contempla esta Ley, con multa de doscientos a dos mil Unidades de 
Medida y Actualización. 
  

ARTÍCULO 121.- Se sancionará a quienes den a conocer públicamente las preferencias de los 
ciudadanos dentro de los cinco días anteriores a la jornada de consulta de los procedimientos de 
plebiscito, referéndum y consulta ciudadana, y hasta el cierre oficial de las consultas, con multa de 
doscientos a dos mil Unidades de Medida y Actualización. 

 

TÍTULO CUARTO 
DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

DEL RECURSO DE APELACIÓN 
 
ARTÍCULO 122.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 39 de esta Ley, contra los actos o 

resoluciones del Consejo en materia de participación ciudadana, procederá el recurso de apelación 
ante el Tribunal, de conformidad con las formalidades que se establecen en el Código. 
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En todo caso, el recurso de apelación se deberá interponer dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a la fecha en que se emitió el acto o resolución impugnado. 

 
ARTÍCULO 123.- Podrán interponer el recurso de apelación, quienes tengan interés jurídico en 

los términos de la presente Ley. 
ARTÍCULO 124.- Para el procedimiento y substanciación del recurso de apelación serán 

supletorias las normas sobre los medios de impugnación contenidas en el Código. 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor a partir del día siguiente de su 

publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Sonora 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Las disposiciones reglamentarias necesarias para la efectiva 

aplicación de esta Ley, deberán emitirse por las autoridades correspondientes dentro de un plazo no 
mayor a 180 días, contado a partir del día en que entre en vigor el presente ordenamiento jurídico. 

 

TRANSITORIO DEL DECRETO 151 
 

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día 01 de enero de 2015, previa 
su publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Sonora. 

 

T R A N S I T O R I O DEL DECRETO 148 

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado. 

 
 

A P E N D I C E 
 

LEY 162; B. O. No. 6 Edición Especial, de fecha 1 de julio de 2011. 
 
DECRETO 151, B. O. 47, sección III, de fecha 11 de diciembre de 2014, que reforman las 
fracciones VIII y IX del artículo 4 y se adiciona una fracción X al artículo 4, un Capítulo X al Título 
Segundo y los artículos 116 Bis1, 116 Bis 2, 116 Bis 3, 116 Bis 4 y 116 Bis 5, todos de la Ley de 
Participación Ciudadana del Estado de Sonora. 
 
DECRETO No. 148; B. O. No. 10, sección III, de fecha 03 de agosto de 2017, que reforman los 
artículos 119, 120 y 121. 
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